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A la luz de la reforma fiscal 2020 se adicionó al Código Fiscal de la Federación el artículo 17-H Bis, a través del cual 
las autoridades fiscales podrán restringir temporalmente el uso de los certificados de sello digital; en el presente texto 
procederemos a analizar el supuesto establecido en la fracción V del citado arábigo, relativa a los receptores de comprobantes 
fiscales, en relación con el procedimiento establecido en el mismo a fin de desvirtuar las causas que motivaron la aplicación 
de tal medida. 

Para una mayor comprensión se transcribe a continuación la parte medular del numeral 17-H Bis del Código Fiscal de la 
Federación, vigente a partir del 1 de enero de 2020:

“Artículo 17-H Bis. Tratándose de certificados de sello digital para la expedición de comprobantes fiscales 
digitales por Internet, previo a que se dejen sin efectos los referidos certificados, las autoridades fiscales 
podrán restringir temporalmente el uso de los mismos cuando:

(…)

V. Detecten que se trata de contribuyentes que se ubiquen en el supuesto a que se refiere el octavo 
párrafo del artículo 69-B de este Código y, que una vez transcurrido el plazo previsto en dicho párrafo no 
acreditaron la efectiva adquisición de los bienes o recepción de los servicios, ni corrigieron su situación 
fiscal.

Los contribuyentes a quienes se les haya restringido temporalmente el uso del certificado de sello 
digital para la expedición de comprobantes fiscales digitales por Internet podrán presentar la solicitud de 
aclaración a través del procedimiento que, mediante reglas de carácter general, determine el Servicio 
de Administración Tributaria para subsanar las irregularidades detectadas, o bien, para desvirtuar las 
causas que motivaron la aplicación de tal medida, en el cual podrán aportar las pruebas que a su derecho 
convenga, a fin de que, al día siguiente al de la solicitud se restablezca el uso de dicho certificado. La 
autoridad fiscal deberá emitir la resolución sobre dicho procedimiento en un plazo máximo de diez días, 
contado a partir del día siguiente a aquél en que se reciba la solicitud correspondiente; hasta en tanto se 
emita la resolución correspondiente, la autoridad fiscal permitirá el uso del certificado de sello digital para 
la expedición de comprobantes fiscales digitales por Internet. La resolución a que se refiere este párrafo 
se dará a conocer al contribuyente a través del buzón tributario.”

Del análisis al numeral en comento se advierte que será causa de restricción temporal del certificado de sello digital el que 
la autoridad considere que se trata de contribuyentes que se encuentren catalogados como EDOS, es decir que una vez 
transcurrido el plazo establecido en el octavo párrafo del numeral 69-B del Código Fiscal de la Federación, no lograron 
acreditar la efectiva adquisición de los bienes o recepción de los servicios; sin embargo, llama la atención que el arábigo 
supra inserto, prevea la posibilidad de presentar la solicitud de aclaración para desvirtuar las causas que dieron origen 
a la restricción temporal correspondiente y en ésta aporte las pruebas que a su derecho convenga, como más adelante 
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precisaremos, así como el hecho de que a partir del día hábil siguiente a aquel en que el Servicio de Administración 
Tributaria reciba el caso de aclaración, permitirá el uso del certificado de sello digital para la expedición de comprobantes. 

Resulta importante traer a colación el criterio 8/2018/CTN/CS-SASEN, emitido por la Procuraduría de la Defensa del 
Contribuyente, aprobado en la tercera sesión ordinaria 26/03/2018, que establece:

“OPERACIONES INEXISTENTES. DEL ARTÍCULO 69-B DEL CFF, NO SE DESPRENDE QUE 
PREVEA LA PÉRDIDA DEL DERECHO DE LOS RECEPTORES DE LOS CFDI PARA DEMOSTRAR LA 
EFECTIVA REALIZACIÓN DE AQUÉLLAS. Del análisis del texto, hipótesis y consecuencias jurídicas del 
referido precepto, así como del estudio sistemático del Código Fiscal de la Federación (CFF), se puede 
apreciar que existen tres momentos para que los contribuyentes que deducen operaciones simuladas 
(EDOS) al recibir comprobantes fiscales digitales por Internet (CFDI) de los contribuyentes publicados 
en el listado definitivo del artículo 69-B (EFOS-Empresas que facturan operaciones simuladas), puedan 
desvirtuar la presunción de inexistencia de las operaciones que se amparan en los CFDI. El primer 
momento es el establecido, precisamente, en el quinto párrafo del artículo 69-B del CFF, que señala que 
los terceros que hayan dado cualquier efecto fiscal a dichos comprobantes, tendrán un plazo de treinta 
días siguientes a la publicación del listado definitivo para demostrar ante la autoridad que efectivamente 
adquirieron los bienes o recibieron los servicios, o bien, que corrigieron su situación fiscal. Sin embargo, 
en opinión de Prodecon, el no ejercer ese derecho dentro del plazo aludido no implica que precluya 
la posibilidad de hacerlo con posterioridad, toda vez que lo cierto es que el EDO no ha sido notificado 
personal y directamente dentro de un proceso que lo vincule a demostrar dicha materialidad, sin que 
obste la publicación del contribuyente emisor de los comprobantes en el Diario Oficial de la Federación y 
en la página de internet del Servicio de Administración Tributaria, ya que dicha publicación no puede surtir 
efectos de notificación frente a los terceros que recibieron esos comprobantes. El segundo momento 
puede producirse cuando concluido el mencionado plazo de treinta días, alguna autoridad emite una 
carta invitación para que los contribuyentes aclaren su situación o bien se regularicen. En este supuesto 
pueden ejercer el derecho para acreditar dicha materialidad de las operaciones o autocorregirse; empero 
si no lo hacen, en opinión de esta Procuraduría, tampoco precluiría el derecho para demostrar con 
posterioridad la efectiva materialidad, ya que dichas cartas no representan un acto de afectación, tan 
es así que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha declarado que no resultan impugnables por no 
constituir, precisamente, un acto de autoridad. Finalmente, se estima que el tercer y definitivo momento 
para que el contribuyente pueda demostrar la materialidad de las operaciones declaradas inexistentes, 
es cuando la autoridad ejerce en su contra alguno de los procedimientos de fiscalización previstos en 
las fracciones II, III y IX del artículo 42 del CFF; consecuentemente, en opinión de Prodecon, la última 
oportunidad que tienen las personas físicas o morales para acreditar la referida materialidad se actualiza 
hasta que se les instaura el procedimiento de revisión fiscal respectivo”. 

  
De acuerdo al citado criterio, así como al análisis del quinto párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, no 
se desprende que por el hecho de que el receptor de las facturas no hubiese acudido dentro del plazo de 30 días siguientes 
al de la publicación del listado definitivo del EFO, para desvirtuar la presunción de inexistencia de las operaciones que 
amparan los CFDI recibidos, pierda su derecho para demostrar la efectiva realización de aquellas.  

Bajo esa tónica, el receptor de los comprobantes fiscales cuenta con tres momentos para desvirtuar la presunción de 
operaciones inexistentes, siendo los siguientes: 

a) El establecido en el quinto párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal, que señala que los terceros que hayan dado 
cualquier efecto fiscal a dichos comprobantes, tendrán un plazo de treinta días siguientes a la publicación del listado 
definitivo para demostrar ante la autoridad que efectivamente adquirieron los bienes o recibieron los servicios, o bien, que 
corrigieron su situación fiscal; 
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b) Una vez concluido el mencionado plazo de treinta días, alguna autoridad emita carta invitación para que los contribuyentes 
aclaren su situación o bien se regularicen y; 

c) Cuando la autoridad ejerce en su contra alguno de los procedimientos de fiscalización previstos en las fracciones II, III y 
IX del artículo 42 del Código Fiscal, éste último adicionalmente sustentado en la Jurisprudencia 2a./J. 78/2019, emitida por 
la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro cita: “FACULTADES DE COMPROBACIÓN. AL 
EJERCERLAS LA AUTORIDAD FISCAL PUEDE CORROBORAR LA AUTENTICIDAD DE LAS ACTIVIDADES O ACTOS 
REALIZADOS POR EL CONTRIBUYENTE, A FIN DE DETERMINAR LA PROCEDENCIA DE SUS PRETENSIONES, 
SIN NECESIDAD DE LLEVAR A CABO PREVIAMENTE EL PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE 
INEXISTENCIA DE OPERACIONES PREVISTO EN EL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN”.

Ahora bien, en atención al nuevo procedimiento establecido en el artículo 17-H Bis del Código Fiscal de la Federación 
surgen las siguientes interrogantes: ¿La autoridad está dando la pauta o abriendo la puerta para que mediante el presente 
procedimiento el contribuyente pueda desvirtuar la presunción de inexistencia de las operaciones que se amparan en los 
CFDI? y si con ello, ¿Se establece un cuarto momento para que los contribuyentes que deducen operaciones presuntamente 
simuladas al recibir comprobantes fiscales digitales de contribuyentes publicados en el listado definitivo del artículo 69-B, 
puedan desvirtuar la presunción de inexistencia de operaciones?

Por otra parte, es importante recalcar que, en el presente procedimiento se suma el beneficio de que al día siguiente 
a aquel en que el receptor de comprobantes fiscales presente su aclaración para desvirtuar la causal que dio origen a 
la restricción temporal, la autoridad procederá a restablecer el uso de su certificado de sello digital. En caso de que la 
autoridad no proceda al restablecimiento del mismo, ¿Procederá la interposición de algún medio de defensa? 

Recordemos que la exposición de motivos que dio origen a la reforma en comento fue con la intención de que la autoridad 
aun sin ejercer sus facultades de comprobación detectara que los contribuyentes que se ubican en el supuesto previsto 
en el octavo párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal y que una vez transcurrido el plazo previsto en dicho párrafo, no 
acreditaron la efectiva adquisición de los bienes o servicios, ni corrigieron su situación fiscal; se vean impedidos a facturar. 

Finalmente, debemos estar atentos a la emisión de las Reglas de Carácter General emitidas por el Servicio de Administración 
Tributaria, pues como ya se mencionó anteriormente en la exposición de motivos, de igual manera se estableció que 
muchas de las conductas que dan lugar a que la autoridad deje sin efectos los certificados de sello digital, deben seguir 
las condiciones y requisitos establecidos en las mismas, máxime cuando se trate de conductas infractoras que resulten 
materialmente imposibles de subsanar o desvirtuar; sin embargo, fue omisa en precisar cuáles fueran esas conductas, por 
lo que hasta el momento se presume que la autoridad fiscal únicamente se debe ceñir a lo dispuesto en el procedimiento 
establecido en el artículo 17-H Bis del Código Fiscal de la Federación. 



Autor:
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Introducción:

El pasado 09 de diciembre de 2019 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF), el Decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto al 
Valor Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios y del Código Fiscal de la Federación.

En este caso particular se abordará la reforma a la responsabilidad solidaria establecida en las fracciones III, X y XVII, del 
artículo 26, del Código Fiscal de la Federación (CFF), la cual entró en vigor el pasado 1 de enero del 2020.

La figura del responsable solidario en materia fiscal se refiere a que, ante el incumplimiento de obligaciones fiscales por 
parte del responsable directo, se otorga a la autoridad fiscal la posibilidad de levantar el velo corporativo de las personas 
morales, para que aquella pueda cobrar las contribuciones correspondientes a sujetos vinculados al contribuyente, evitando 
así un perjuicio al erario, motivo por el cual se establecen sujetos pasivos en la disposición en cuestión, con el fin de que 
estos sean responsables por dichas obligaciones cuando se den los supuestos señalados.

Al respecto, es importante mencionar que en la exposición de motivos de la iniciativa de Decreto por el cual se Derogaban, 
Reformaban y Adicionaban Diversas Disposiciones, presentada por el Ejecutivo, se estableció que la finalidad de las 
modificaciones en cuestión era, por una parte, evitar que los liquidadores de empresas facturadoras de operaciones 
inexistentes quedaran liberados de la responsabilidad solidaria de enterar las contribuciones de las empresas que 
liquidaban, y, por otra parte, evitar que las personas que tengan conferida la dirección general, gerencia general o la 
administración única de las personas morales, así como los socios, accionistas y asociantes, quedaran excluidas del 
supuesto de responsabilidad solidaria por las contribuciones causadas o no retenidas por las personas morales durante su 
gestión, así como por las que debieron pagarse o enterarse durante la misma en la parte del interés fiscal que no alcance 
a ser garantizada con los bienes de la persona moral que dirigen.

Cabe señalar que una de las modificaciones propuestas más importante era eliminar los supuestos en los cuales debía 
incurrir la persona moral para que se actualizara la responsabilidad solidaria de las personas mencionadas en el párrafo 
anterior, siendo estos que no solicitara su inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes, que cambiara su domicilio 
sin presentar el aviso correspondiente, que no llevara contabilidad, la ocultara o la destruyera y por último, cuando desocupe 
el local donde tenga su domicilio fiscal sin presentar el aviso de cambio de domicilio fiscal, lo cual dejaba a la autoridad en 
posibilidades de actualizar la responsabilidad solidaria a dichas personas sin alguna restricción y de una manera amplia 
respecto de las contribuciones omitidas por la persona moral.

Sin embargo, en el Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cámara de Diputados, se hizo énfasis en 
que la responsabilidad solidaria sólo fuera procedente cuando la persona moral incurra en conductas graves, por lo cual 
consideraron necesario mantener las causales para que proceda la responsabilidad solidaria e incorporar otras conductas 
de las personas morales que se estiman graves.

Disposiciones aplicables:
Una vez expuestos los antecedentes del análisis en cuestión, se procede a citar las fracciones III, X y XVII, del artículo 
26, del CFF, vigentes a partir del 1 de enero del 2020, mismas que son a las que se refiere la reforma señalada, como se 
muestra a continuación:

Artículo 26.- “Son responsables solidarios con los contribuyentes:
(…)
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III. Los liquidadores y síndicos por las contribuciones que debieron pagar a cargo de la sociedad en 
liquidación o quiebra, así como de aquellas que se causaron durante su gestión.

La persona o personas cualquiera que sea el nombre con que se les designe, que tengan conferida 
la dirección general, la gerencia general, o la administración única de las personas morales, serán 
responsables solidarios por las contribuciones causadas o no retenidas por dichas personas morales 
durante su gestión, así como por las que debieron pagarse o enterarse durante la misma, en la parte del 
interés fiscal que no alcance a ser garantizada con los bienes de la persona moral que dirigen, cuando 
dicha persona moral incurra en cualquiera de los supuestos a que se refieren los incisos a), b), c), d), e), 
f), g), h) e i) de la fracción X de este artículo.
(…)

X. Los socios o accionistas, respecto de las contribuciones que se hubieran causado en relación con 
las actividades realizadas por la sociedad cuando tenía tal calidad, en la parte del interés fiscal que 
no alcance a ser garantizada con los bienes de la misma, sin que la responsabilidad exceda de la 
participación que tenía en el capital social de la sociedad durante el período o a la fecha de que se trate, 
cuando dicha persona moral incurra en cualquiera de los siguientes supuestos:
(…) 

e) No se localice en el domicilio fiscal registrado ante el Registro Federal de Contribuyentes. 

f) Omita enterar a las autoridades fiscales, dentro del plazo que las leyes establezcan, las cantidades que 
por concepto de contribuciones hubiere retenido o recaudado. 

g) Se encuentre en el listado a que se refiere el artículo 69-B, cuarto párrafo de este Código, por haberse 
ubicado en definitiva en el supuesto de presunción de haber emitido comprobantes que amparan 
operaciones inexistentes a que se refiere dicho artículo.

h) Se encuentre en el supuesto a que se refiere el artículo 69-B, octavo párrafo de este Código, por 
no haber acreditado la efectiva adquisición de los bienes o recepción de los servicios, ni corregido su 
situación fiscal, cuando en un ejercicio fiscal dicha persona moral haya recibido comprobantes fiscales 
de uno o varios contribuyentes que se encuentren en el supuesto a que se refiere el cuarto párrafo del 
artículo 69-B del este código, por un monto superior a $7’804,230.00.

i) Se encuentre en el listado a que se refiere el artículo 69-B Bis, octavo párrafo de este Código, por haberse 
ubicado en definitiva en el supuesto de presunción de haber transmitido indebidamente pérdidas fiscales 
a que se refiere dicho artículo. Cuando la transmisión indebida de pérdidas fiscales sea consecuencia del 
supuesto a que se refiere la fracción III del mencionado artículo, también se considerarán responsables 
solidarios los socios o accionistas de la sociedad que adquirió y disminuyó indebidamente las pérdidas 
fiscales, siempre que con motivo de la reestructuración, escisión o fusión de sociedades, o bien, de 
cambio de socios o accionistas, la sociedad deje de formar parte del grupo al que perteneció.

La responsabilidad solidaria a que se refiere el párrafo anterior se calculará multiplicando el porcentaje 
de participación que haya tenido el socio o accionista en el capital social suscrito al momento de la 
causación, por la contribución omitida, en la parte que no se logre cubrir con los bienes de la empresa.

La responsabilidad a que se refiere esta fracción únicamente será aplicable a los socios o accionistas 
que tengan o hayan tenido el control efectivo de la sociedad, respecto de las contribuciones que se 
hubieran causado en relación con las actividades realizadas por la sociedad cuando tenían tal calidad.
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Se entenderá por control efectivo la capacidad de una persona o grupo de personas, de llevar a cabo 
cualquiera de los actos siguientes: 

a) Imponer decisiones en las asambleas generales de accionistas, de socios u órganos equivalentes, o 
nombrar o destituir a la mayoría de los consejeros, administradores o sus equivalentes, de una persona 
moral.

b) Mantener la titularidad de derechos que permitan ejercer el voto respecto de más del cincuenta por 
ciento del capital social de una persona moral. 

c) Dirigir la administración, la estrategia o las principales políticas de una persona moral, ya sea a través 
de la propiedad de valores, por contrato o de cualquier otra forma.
(…)

XVII. Los asociantes, respecto de las contribuciones que se hubieran causado en relación con las 
actividades realizadas mediante la asociación en participación, cuando tenían tal calidad, en la parte del 
interés fiscal que no alcance a ser garantizada por los bienes de la misma, siempre que la asociación 
en participación incurra en cualquiera de los supuestos a que se refieren los incisos a), b), c), d), e), f), 
g), h) e i) de la fracción X de este artículo, sin que la responsabilidad exceda de la aportación hecha a la 
asociación en participación durante el período o la fecha de que se trate.
(…)”.

Comentarios:

En relación con la eliminación del segundo párrafo, de la fracción III, del artículo 26, del CFF, es importante mencionar 
que aún y cuando los liquidadores y síndicos cumplan con la presentación de los avisos e informes correspondientes, no 
quedarían relevados de que se pudiera actualizar la responsabilidad solidaria por las contribuciones que debieron pagar 
a cargo de la sociedad en liquidación o en quiebra, así como de aquellas que se causaron durante su gestión. Asimismo, 
pudiera darse el caso de que determinaran un crédito fiscal a una persona moral liquidada y de acuerdo a la fracción en 
cuestión, el responsable solidario sería el liquidador por la totalidad del mismo. En el mismo sentido, cabe resaltar que 
para que la responsabilidad solidaria opere se tiene que agotar el procedimiento de cobro a la persona moral, sin embargo, 
al estar liquidada, no contaría con bienes suficientes para cumplir con las obligaciones requeridas por la autoridad fiscal, 
actualizándose de esta manera la responsabilidad solidaria del liquidador.

No obstante lo anterior, es importante señalar que la función de los liquidadores y síndicos parte de un supuesto en 
específico (liquidación y concurso mercantil), a partir del cual inician sus funciones y se les faculta para ejecutar ciertos actos 
y determinadas actividades, entre las cuales no se encuentra cerciorarse de que la persona moral cumplió cabalmente con 
sus obligaciones fiscales, no teniendo una certeza de tal situación. Sin embargo, la recomendación es que efectivamente 
se cercioren de que la persona moral ha cumplido con sus obligaciones fiscales, ya que de acuerdo a la disposición en 
cuestión, se pudiera actualizar su responsabilidad solidaria en caso de la determinación de un crédito fiscal de la persona 
moral que funge como liquidador o síndico.

Por su parte, en relación a las modificaciones del segundo párrafo, de la fracción III, así como de las fracciones X y XVII, 
del artículo citado las cuales establecen que las personas que tengan conferida la dirección general, la gerencia general 
o administración única de las personas morales, los socios y accionistas, así como los asociantes, serán responsables 
solidarios de las contribuciones que debió pagar la persona moral únicamente cuando se actualice alguno de los supuestos 
señalados en la fracción X citada, es importante precisar que los nuevos supuestos establecidos por el legislador para 
actualizar la responsabilidad solidaria a los sujetos señalados en el párrafo anterior cobran gran relevancia, mismos que 
se explican a continuación:
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•	 Que la persona moral no se localice en el domicilio fiscal registrado ante el Registro Federal de Contribuyentes: 
este supuesto se podría actualizar de manera más recurrente en los contribuyentes, en virtud de que pudiera darse 
el caso que se realice una verificación de domicilio por parte de la autoridad fiscal y por causas no imputables al 
contribuyente, se señale el domicilio fiscal del mismo como no localizado.

•	 Se omita enterar las contribuciones retenidas o recaudadas dentro del plazo que establezcan las leyes: esto 
podría significar que por lo general si el día 17 del mes siguiente a que se retuvo una contribución, no se entera la 
misma, operaría el supuesto en cuestión. 

•	 Se encuentre en el listado a que se refiere el artículo 69-B, cuarto párrafo del CFF, por haberse ubicado en 
definitiva en el supuesto de presunción de haber emitido comprobantes que amparan operaciones inexistentes 
a que se refiere dicho artículo: este caso en particular se refiere a las empresas que facturen operaciones simuladas 
o inexistentes, a las cuales en caso de que se les determine un crédito fiscal por encontrarse definitivamente en el 
supuesto señalado en el artículo 69-B, del CFF, los socios, accionistas, asociantes o su administración, tendrían una 
responsabilidad solidaria con dicha persona moral.

•	 Se encuentre en el supuesto a que se refiere el artículo 69-B, octavo párrafo del CFF, por no haber acreditado la 
efectiva adquisición de los bienes o recepción de los servicios, ni corregido su situación fiscal, cuando en un 
ejercicio fiscal dicha persona moral haya recibido comprobantes fiscales de uno o varios contribuyentes que 
se encuentren en el supuesto a que se refiere el cuarto párrafo del artículo 69-B del este código, por un monto 
superior a $7’804,230.00: respecto a este supuesto, es importante mencionar que cuando la persona moral tenga 
operaciones con contribuyentes que se encuentren en el supuesto del cuarto párrafo, del artículo 69-B, del CFF, es 
decir, que se publiquen en el listado definitivo de contribuyentes que facturan operaciones simuladas o inexistentes, y 
no haya acreditado la materialidad de las operaciones ni haya corregido su situación fiscal, la responsabilidad solidaria 
de los socios, accionistas, asociantes o su administración, se configuraría cuando el monto de los comprobantes 
fiscales recibidos excedan de la cantidad de $7’804,230.00 en un ejercicio fiscal. Al respecto, es importante revisar 
las operaciones que tienen las personas morales con sus proveedores, en virtud de que pudiera darse el caso de que 
éstos se encuentren en el supuesto señalado y si se excede dicha cantidad, se actualizaría la responsabilidad solidaria.

•	 Se encuentre en el listado a que se refiere el artículo 69-B Bis, octavo párrafo del CFF, por haberse ubicado 
en definitiva en el supuesto de presunción de haber transmitido indebidamente pérdidas fiscales. Cuando la 
transmisión indebida de pérdidas fiscales sea consecuencia del supuesto a que se refiere la fracción III del 
mencionado artículo, también se considerarán responsables solidarios los socios o accionistas de la sociedad 
que adquirió y disminuyó indebidamente las pérdidas fiscales, siempre que con motivo de la reestructuración, 
escisión o fusión de sociedades, o bien, de cambio de socios o accionistas, la sociedad deje de formar parte 
del grupo al que perteneció: en este supuesto se actualizaría la responsabilidad solidaria si se determina que el 
contribuyente no desvirtuó que transmitió indebidamente pérdidas fiscales. Asimismo, se podría actualizar una doble 
responsabilidad solidaria cuando se transmitan activos a través de una reestructuración, escisión o fusión de sociedades 
y esto haya tenido como consecuencia que se disminuya en más del 50 por ciento la capacidad material de la persona 
moral para llevar a cabo su actividad preponderante, ya que en este caso serían responsables solidarios tanto los 
socios o accionistas y la administración de la persona moral que generó las pérdidas, como los socios o accionistas y 
la administración de la persona moral que disminuyó las mismas.

Una vez analizados los nuevos supuestos en los cuales podría actualizarse la responsabilidad solidaria de los socios y 
accionistas, es importante mencionar que para que la autoridad fiscal pueda exigir el pago de contribuciones omitidas por 
parte de la persona moral a las personas señaladas anteriormente, primeramente tendría que determinarse un crédito fiscal 
por la autoridad fiscal y una vez actualizándose alguno de los supuestos de la fracción X, del artículo multicitado, la autoridad 
fiscal tendría que agotar su procedimiento con el responsable directo, es decir, con la persona moral, determinando el valor 
de los bienes para poder realizar el cobro del mismo, y, sólo en caso de que los bienes no fueren suficientes para cubrir el 
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crédito fiscal, se podría actualizar la responsabilidad solidaria por la parte que no pudo ser garantizada con los bienes de la 
persona moral, considerando únicamente el porcentaje de participación que los socios o accionistas hayan tenido suscrito 
en el capital social y en caso de que tengan o hayan tenido el control efectivo de la sociedad.

Por su parte, en el caso de las personas que tengan conferida la dirección general, la gerencia general o administración 
única de las personas morales, cabe precisar que no se establece que deban tener el control efectivo para que se actualice 
su responsabilidad solidaria de las personas morales en las cuales ostentan el cargo correspondiente.

Por lo anterior, es importante tener en cuenta que mientras que la persona moral no incurra en alguno de los supuestos 
establecidos en la fracción X, del artículo 26, del CFF, los cuales fueron modificados en la reforma en cuestión, no se estaría 
configurando tal supuesto y no podría hacerse efectiva la responsabilidad solidaria de los socios, accionistas, asociantes 
y/o la administración de la misma si no incurrieron en alguna conducta grave de las señaladas.

Por último, un caso particular son las personas físicas representantes legales de las personas morales, ya que pudiera 
tenerse la inquietud respecto si son o no responsables solidarios de conformidad con la disposición en cuestión. Al respecto, 
para que se les pueda atribuir dicha responsabilidad, primeramente, se debe acreditar que la persona de que se trate 
tenga conferido el cargo de director general, gerente general o administrador único en la persona moral, por lo que, si no 
comprueba que ostenta alguno de los anteriores cargos, no puede ser responsable solidario por los créditos fiscales a 
cargo de la sociedad. En mi opinión, considero que la autoridad no le podría atribuir la responsabilidad solidaria si no se 
acredita previamente con algún instrumento notarial que compruebe que efectivamente el representante legal cuenta con 
las facultades para tomar decisiones dentro de la sociedad conforme a las leyes correspondientes.



Autor:
Mtra. Mónica Trujillo Lugo

Cancelación de Sellos Digitales a 
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Comisión de Apoyo al Ejercicio Independiente 2.0
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El 9 de diciembre del 2019 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el DECRETO por el que se reforman, adicionan 
y derogan diversas disposiciones del Código Fiscal de la Federación.

De conformidad con lo señalado se incorpora el artículo 17-H Bis del citado Código, que prevé un nuevo procedimiento a 
través del cual las autoridades fiscales podrán restringir temporalmente el uso de los certificados de sello digital cuando se 
actualice alguna de las causales previstas, en cuyo caso el contribuyente, mediante un caso de aclaración, podrá aportar 
las pruebas que a su derecho convenga y que considere idóneas para desvirtuar la causal de mérito, a fin de que al día 
siguiente al de la solicitud, se restablezca el uso de dicho certificado.

Actualmente el artículo 17-H del Código Fiscal de la Federación y las reglas de carácter general, establecen el procedimiento 
para subsanar las irregularidades detectadas, a fin de obtener un nuevo certificado, mediante el cual: a) durante el tiempo 
que dure el procedimiento, los certificados de sello digital del contribuyente se encontrarán deshabilitados; b) el contribuyente 
presentará un caso de aclaración en el cual podrá aportar las pruebas que a su derecho convenga; y c) la autoridad fiscal 
contará con un plazo máximo de tres días para resolver dicha solicitud. 

En caso de que el contribuyente no logré desvirtuar las irregularidades que actualizaron el supuesto de cancelación una 
vez que se haya sustanciado y resuelto el procedimiento antes descrito, podrá presentar de nueva cuenta un caso de 
aclaración aportando elementos novedosos o en su caso, un medio de defensa en contra de dicha resolución, acorde a lo 
establecido en la Jurisprudencia 2a./J. 2/2018, de la décima época, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.

Ahora bien, a fin de identificar el contraste con el procedimiento actual, se transcribe a continuación el nuevo procedimiento 
establecido en el artículo 17-H Bis del Código Fiscal de la Federación, mismo que entrarán en vigor el 1 de enero de 2020:

“Artículo 17-H Bis. 

Los contribuyentes a quienes se les haya restringido temporalmente el uso del certificado de sello 
digital para la expedición de comprobantes fiscales digitales por Internet podrán presentar la solicitud de 
aclaración a través del procedimiento que, mediante reglas de carácter general, determine el Servicio 
de Administración Tributaria para subsanar las irregularidades detectadas, o bien, para desvirtuar las 
causas que motivaron la aplicación de tal medida, en el cual podrán aportar las pruebas que a su derecho 
convenga, a fin de que, al día siguiente al de la solicitud se restablezca el uso de dicho certificado. La 
autoridad fiscal deberá emitir la resolución sobre dicho procedimiento en un plazo máximo de diez días, 
contado a partir del día siguiente a aquél en que se reciba la solicitud correspondiente; hasta en tanto se 
emita la resolución correspondiente, la autoridad fiscal permitirá el uso del certificado de sello digital para 
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la expedición de comprobantes fiscales digitales por Internet. La resolución a que se refiere este párrafo 
se dará a conocer al contribuyente a través del buzón tributario.

Para los efectos del párrafo anterior, la autoridad fiscal podrá requerir al contribuyente mediante oficio 
que se notificará por medio del buzón tributario, dentro de los cinco días siguientes a aquél en que 
el contribuyente haya presentado su solicitud de aclaración, los datos, información o documentación 
adicional que considere necesarios, otorgándole un plazo máximo de cinco días para su presentación, 
contados a partir de la fecha en que surta efectos la notificación del requerimiento.

Los contribuyentes podrán solicitar a través del buzón tributario, por única ocasión, una prórroga de cinco 
días al plazo a que se refiere el párrafo anterior, para aportar los datos, información o documentación 
requerida, siempre y cuando la solicitud de prórroga se efectúe dentro de dicho plazo. La prórroga 
solicitada se entenderá otorgada sin necesidad de que exista pronunciamiento por parte de la autoridad 
y se comenzará a computar a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo previsto en el párrafo 
anterior.

Transcurrido el plazo para aportar los datos, información o documentación requeridos y, en su caso, 
el de la prórroga, sin que el contribuyente conteste el requerimiento, se tendrá por no presentada su 
solicitud. El plazo de diez días para resolver la solicitud de aclaración comenzará a computarse a partir 
del día siguiente a aquél en que concluya el plazo para aportar los datos, información o documentación 
requeridos o, en su caso, el de la prórroga.

Asimismo, si del análisis a los datos, información o documentación presentada por el contribuyente a 
través de su solicitud de aclaración o en atención al requerimiento, resulta necesario que la autoridad 
fiscal realice alguna diligencia o desahogue algún procedimiento para estar en aptitud de resolver la 
solicitud de aclaración respectiva, la autoridad fiscal deberá informar tal circunstancia al contribuyente, 
mediante oficio que se notificará por medio del buzón tributario, dentro de los cinco días siguientes a 
aquél en que éste haya presentado la solicitud de aclaración o haya atendido el requerimiento, en cuyo 
caso la diligencia o el procedimiento de que se trate deberá efectuarse en un plazo no mayor a cinco 
días, contados a partir de la fecha en que surta efectos la notificación del oficio correspondiente. El plazo 
de diez días para resolver la solicitud de aclaración comenzará a computarse a partir de la fecha en que 
la diligencia o procedimiento se haya desahogado.

Cuando derivado de la valoración realizada por la autoridad fiscal respecto de la solicitud de aclaración 
del contribuyente, se determine que éste no subsanó las irregularidades detectadas, o bien, no desvirtúo 
las causas que motivaron la restricción provisional del certificado de sello digital, la autoridad emitirá 
resolución para dejar sin efectos el certificado de sello digital”.

De la transcripción supra inserta, es importante tomar en consideración lo siguiente:

•	 El contribuyente podrá presentar la solicitud de aclaración a través del procedimiento que determine el Servicio de 
Administración Tributaria para subsanar las irregularidades detectadas, o bien, para desvirtuar las causas que motivaron 
la aplicación de tal medida, en el cual podrán aportar las pruebas que a su derecho convenga.

•	 Al día siguiente al de la solicitud -aclaración- se deberá restablecer el uso de dicho certificado.

•	 La autoridad fiscal deberá emitir la resolución sobre dicho procedimiento en un plazo máximo de diez días.
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•	 Hasta en tanto se emita la resolución correspondiente, la autoridad fiscal permitirá el uso del certificado de sello digital 
para la expedición de comprobantes fiscales digitales por Internet.

•	 La autoridad fiscal podrá requerir al contribuyente dentro de los cinco días siguientes los datos, información o 
documentación adicional que considere necesarios, otorgándole un plazo máximo de cinco días.

•	 Los contribuyentes podrán solicitar por única ocasión una prórroga de cinco días para aportar la información o 
documentación descrita en el inciso que antecede.

•	 Una vez transcurrido el plazo para aportar los datos requeridos y, en su caso, el de la prórroga, sin que el contribuyente 
conteste el requerimiento, se tendrá por no presentada su solicitud.

•	 Cuando derivado de la valoración realizada por la autoridad fiscal respecto de la solicitud de aclaración del contribuyente, 
se determine que éste no subsanó las irregularidades detectadas, o bien, no desvirtúo las causas que motivaron la 
restricción provisional del certificado de sello digital, la autoridad emitirá resolución para dejar sin efectos el certificado 
de sello digital.

De lo anterior, se colige que a diferencia del procedimiento anterior, una vez que el contribuyente presente el caso de 
aclaración, la autoridad se encuentra obligada a restablecer el uso de su certificado de sello digital a más tardar al día 
siguiente; que ya no cuenta con un plazo de 3 días para dar respuesta, sino que será de 10 días, ello sin contar que 
ésta formule un requerimiento o el contribuyente solicite alguna prórroga en cuyo caso se extenderá el plazo; una vez 
analizada la documentación e información aportada la autoridad resolverá en definitiva si el contribuyente desvirtuó o no 
las irregularidades detectadas y en su caso, habilitara o dejara sin efectos el certificado de sello digital, siendo esta última 
la resolución definitiva.

En conclusión, si bien es cierto a la luz de la reforma 2020 la autoridad fiscal cuenta con un plazo mayor para resolver el 
caso de aclaración presentado por los contribuyentes, también lo es que mientras dure el mismo, el contribuyente podrá 
realizar su actividad comercial, al habilitarse su certificado al día siguiente del inicio del procedimiento, lo anterior con la 
finalidad de evitar poner en riesgo la viabilidad y sustentabilidad de la empresa.

Sin embargo, se corre el riesgo de que la respuesta al caso de aclaración sea desfavorable a los intereses del contribuyente, 
en cuyo caso, se encontrará obligado a interponer un medio de defensa, con su certificado deshabilitado durante todo el 
tiempo que dure el mismo, lo anterior acorde a la jurisprudencia 2a./J. 7/2017, de la décima época, emitida por la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Lo interesante, será corroborar si la autoridad fiscal cuenta con la infraestructura suficiente a fin de identificar cuales son 
los casos de aclaración presentados con motivo de la cancelación de sellos digitales con el propósito de habilitar los 
certificados al día siguiente.

Con motivo de lo anterior, se encuentra a disposición de los contribuyentes el servicio gratuito de Quejas y Reclamaciones 
ofrecido por la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, para apoyarle con el seguimiento de la habilitación de 
su certificado de sello digital y, acompañarlos durante el tiempo que dure en análisis el caso de aclaración presentado, 
verificando que la documentación sea suficiente para desvirtuar o subsanar las irregularidades a fin de que la autoridad 
emita una resolución en definitiva y lograr en la medida de lo posible una respuesta favorable a los intereses del particular. 
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De conformidad con los artículos 21 y 22 de la Ley de Comercio Exterior se establece la mecánica de operación de los 
avisos previos automáticos aplicables a la importación, exportación y circulación o tránsito de las mercancías, como sigue:

Artículo 21.- Corresponde a la Secretaría sujetar la exportación e importación de mercancías a permisos 
previos y expedirlos conforme a lo siguiente:

I. La sujeción a permisos previos deberá someterse a la opinión de la Comisión;

II. El formato de las solicitudes, así como los requerimientos de información y los procedimientos de 
trámite se deberán publicar en el Diario Oficial de la Federación;

III. La expedición se resolverá en un plazo máximo de 15 días;

IV. En los permisos se indicarán las modalidades, condiciones y vigencia a que se sujeten, así como el 
valor y la cantidad o volumen de la mercancía a exportar o importar y los demás datos o requisitos que 
sean necesarios, y

V. Los demás procedimientos establecidos en el Reglamento. 

Por su parte, el artículo 22 de la citada Ley de Comercio Exterior, enfatiza que la finalidad de los avisos previos de importación 
o exportación no son medidas que se utilicen para la restricción de la importación o exportación de las mercancías.

Artículo 22.- No se utilizarán permisos previos para restringir:

I. La importación de mercancías en el caso previsto en la fracción V del artículo 16 de esta Ley, o

II. La exportación, importación, circulación o tránsito de mercancías con el fin de cumplir con las 
disposiciones en materia de normas oficiales mexicanas. 

Luego entonces debemos considerar lo que debemos entender por Comisión y ésta se encuentra integrada, conforme a lo 
establecido en el artículo 2 del Reglamento de la Ley de Comercio Exterior:

Artículo 2o.- La Comisión estará integrada por representantes de cada una de las siguientes dependencias 
y organismos:

I. Secretaría de Relaciones Exteriores;
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II. Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

III. Secretaría de Desarrollo Social;

IV. Secretaría de Comercio y Fomento Industrial;

V. Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos;

VI. Secretaría de Salud;

VII. Banco de México, y

VIII. Comisión Federal de Competencia.

Cuando la Comisión deba tratar asuntos de comercio exterior que involucren a un sector específico, 
podrá invitarse a representantes de otras dependencias o entidades de la Administración Pública Federal 
y Estatal.

Artículo 6o.- Para que la Comisión pueda sesionar, se requerirá la asistencia de por lo menos un 
representante de la Secretaría y de la mayoría de las dependencias y organismos a que se refiere el 
artículo 2o. de este Reglamento.

Finalmente, el artículo 15 fracción I del Reglamento de la Ley de Comercio define lo que debemos entender por un permiso 
previo de importación:

Artículo 15.- Para efectos de este Reglamento, se entiende por:

I. Permiso previo de exportación o importación, el instrumento expedido por la Secretaría para realizar la 
entrada o salida de mercancías al o del territorio nacional, y
…

El artículo 17 establece la información general de un permiso de importación o exportación

Artículo 17.- La solicitud para el otorgamiento de un permiso, su prórroga o su modificación se presentará 
ante la Secretaría en el formato oficial que ésta determine. El formato y los requerimientos de información 
entrarán en vigor a los 15 días después de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. Dicha 
información se referirá, entre otros, a los siguientes aspectos:

I. Nombre o razón social y actividad o giro principal del solicitante;

II. Régimen que se solicita, ya sea de exportación o importación;

III. Fracción arancelaria y descripción detallada de la mercancía;

IV. Cantidad y valor solicitado;

V. País de origen o destino, y

VI. En su caso, especificaciones técnicas de la mercancía y documentación que la identifique.
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Como parte de la operación de importación y el uso de los avisos de importación, la secretaría de economía, en sus 
artículos 21 a 24 del citado Reglamento de Comercio Exterior señala el objetivo y uso de un aviso previo automático de 
importación o exportación, como sigue:

Artículo 21.- La Secretaría podrá sujetar la exportación o importación de mercancías al requisito de 
permiso automático, para efectos de llevar un registro de las operaciones de comercio exterior, 
siempre y cuando no exista otro procedimiento administrativo que permita la supervisión y seguimiento 
de dichas operaciones de manera más ágil. La Secretaría aprobará los permisos automáticos a todas 
las personas físicas o morales que reúnan los requisitos legales para efectuar operaciones de comercio 
exterior.

Artículo 22.- El permiso especificará, entre otros, los siguientes datos: el régimen, ya sea de exportación 
o importación; el nombre del beneficiario; la fracción arancelaria; la descripción del producto; así como 
el valor y cantidad que se autorice importar o exportar y el periodo de vigencia, los que deberán guardar 
una relación congruente entre sí a fin de no obstaculizar la utilización del permiso. Los permisos no serán 
transferibles.

Artículo 23.- El titular de un permiso o su representante legal podrá solicitar su modificación o prórrogas, 
siempre y cuando el mismo esté vigente al presentar la solicitud y se utilice el formato oficial.

Las modificaciones sólo procederán si se refieren al valor de la mercancía, el país de procedencia o 
destino, o la descripción del producto sin que se altere su naturaleza.

Artículo 24.- Las aduanas podrán autorizar una o más prórrogas automáticas sobre la vigencia original 
del permiso de importación, siempre que el interesado demuestre que el embarque de la mercancía se 
realizó durante el periodo de vigencia del mismo. El plazo de la prórroga será de 30 días si la mercancía 
llega por vía marítima o de siete días si ingresa al país por otra vía.

Por lo anterior, podemos inferir que la intención de la Ley de Comercio Exterior y finalidad de los permisos previos 
automáticos de importación o exportación es la de llevar un registro de las operaciones de comercio exterior. Además, este 
tipo de permisos tiene la característica de considerarse como una Regulación y Restricción No Arancelaria que para fines 
aduaneros debe cumplir el importador para ingresar la mercancía al país, tal como lo establece el artículo 36-A fracción I 
inciso c) de la Ley Aduanera.

Artículo 36-A. Para efectos del artículo 36, en relación con el artículo 6o. de esta Ley, y demás 
disposiciones jurídicas aplicables, el agente aduanal, la agencia aduanal y quienes introduzcan o 
extraigan mercancías del territorio nacional para destinarlas a un régimen aduanero, están obligados 
a transmitir en documento electrónico o digital como anexos al pedimento, excepto lo previsto en las 
disposiciones jurídicas aplicables, la información que a continuación se describe, la cual deberá contener 
el acuse generado por el sistema electrónico aduanero, conforme al cual se tendrá por transmitida y 
presentada:

I. En importación:
…
c) La que compruebe el cumplimiento de las regulaciones y restricciones no arancelarias a la 
importación, que se hubieran expedido de acuerdo con la Ley de Comercio Exterior, siempre que las 
mismas se publiquen en el Diario Oficial de la Federación y se identifiquen en términos de la fracción 
arancelaria y de la nomenclatura que les corresponda conforme a la Tarifa de la Ley de los Impuestos 
Generales de Importación y de Exportación.
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De acuerdo con lo anterior, luego entonces para la importación de un producto sujeto a un permiso previo automático de 
importación o exportación, será necesario cumplir con los requisitos que señala la ley de comercio exterior, para comprobar 
el cumplimiento de las regulaciones y restricciones no arancelarias.

Actualmente existen 116 fracciones arancelarias sujetas a avisos automáticos, 114 fracciones de importación y 2 de 
exportación.

Los productos sujetos a Aviso Automático de importación son:

a) Productos siderúrgicos: tubos con y sin costura, placas en rollo, láminas roladas en frío y en caliente, planchón, barras 
de acero y alambrón, entre otros, clasificados en 113 fracciones arancelarias.

b) Máquinas tragamonedas.

Los productos sujetos a Aviso Automático de exportación son:

c) Tomate fresco.

Como parte de lo anterior, la Secretaría de Economía en el Acuerdo por el que la Secretaría de Economía emite reglas en 
materia de comercio exterior, señala en su regla 2.2.1 las mercancías que están sujetas al requisito de permiso previo de 
importación y exportación y aviso automático, como sigue:

2.2.1. Mercancías que se sujetan al requisito de permiso previo de importación y de exportación 
y aviso automático

De conformidad con los artículos 4, fracción III, 5, fracción V, 21 de la LCE y 17 a 25 del RLCE, se sujetan 
al requisito de permiso previo de importación y de exportación y aviso automático por parte de la SE, las 
mercancías comprendidas en las fracciones arancelarias de la Tarifa de conformidad con lo establecido 
en el Anexo 2.2.1 del presente ordenamiento.

Además de la regla 2.2.1, se deberá revisar la Anexo 2.2.2 el cual establece los criterios y requisitos para otorgar permisos 
previos de importación y exportación, como sigue:

2.2.2. Criterios y requisitos para otorgar permisos previos de importación y exportación

Para los efectos del artículo 18 del RLCE, los criterios y requisitos para otorgar los permisos previos 
de importación y de exportación a que se refiere la regla 2.2.1, están contenidos en el Anexo 2.2.2 del 
presente Acuerdo.

Por lo que respecta al sector siderúrgico, el pasado 9 de diciembre de 2019, la Secretaria de Economía modificó la 
tabla del numeral 1 y las tablas de las fracciones I y II del numeral 7 del Anexo 2.2.2, considerando que las fracciones 
arancelarias comprendidas en las partidas 7202 y de la 7305 a la 7317 copia de los certificados de molino y de calidad. 
Anteriormente solo requería el certificado de calidad

Anexo 2.2.2
…
7.- En el caso de las siguientes mercancías, únicamente cuando se trate de Aviso Automático se estará 
a lo siguiente:
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I. Para las mercancías del Anexo 2.2.1, contenidas en su numeral 8, fracción I, cuando se destinen al 
régimen aduanero de exportación definitiva:

II. Para las mercancías del Anexo 2.2.1, contenidas en su numeral 8, fracción II, cuando se destinen al 
régimen aduanero de importación definitiva:

Para definir que es un certificado de calidad o molino, la regla 2.2.20 del Acuerdo por el que la Secretaria de Economía 
emite reglas en materia de comercio exterior, señala:

2.2.20. Información que debe contener el Certificado de molino o de calidad

Para efectos del numeral 8, fracción II del anexo 2.2.1 del presente ordenamiento, el Certificado de 
molino o de calidad es el documento emitido y avalado por el productor o fabricante de la mercancía a 
importar y debe contener lo siguiente:

1. Descripción detallada de las mercancías que ampara dicho certificado (incluyendo dimensiones, 
especificaciones técnicas, físicas, químicas, metalúrgicas, etc.).
2. País de origen de las mercancías. En caso de que el certificado de molino o de calidad no especifique 
el país de origen de la mercancía a importar, se tendrá por cumplido este dato, siempre que contenga la 
ubicación de la empresa productora o fabricante.
3. Nombre y datos de contacto de la empresa productora o fabricante de las mercancías (dirección, 
teléfono y, en su caso, correo electrónico).
4. Número de certificado. En caso de que el certificado de molino o de calidad no contenga expresamente 
el número de certificado, se tendrá por cumplido este dato, siempre que contenga el número de colada, 
o el número de embarque, o el número de folio, o el número de orden.
5. Fecha de expedición.
6. Volumen de las mercancías.

Como puede observarse la autoridad no define en reglas, la diferencia entre un certificado de molino o de calidad, originando 
que toda importación de productos siderúrgicos que se encuentren clasificados dentro de las partidas 7202 y de la 7305 a 
la 7317 que requieren para obtener un permiso previo automático de importación, un certificado de molino y calidad, no se 
tienen perfectamente delimitada las diferencias.

Lo anterior ha venido provocando rechazos y en este sector cuyas mercancías se encuentran clasificadas en estas partidas, 
para su importación definitiva, actualmente se están teniendo problemas para obtener las autorizaciones a los permisos 
previos automáticos de importación.

Respecto al presente asunto y si es el caso de rechazo de su importación, sugerimos que se acerquen con su agente 
aduanal para hacer las gestiones y se solicite el apoyo por parte de la asociación de agentes aduanales, para lograr que 
las autoridades definan claramente el documento que bajo la definición anterior es el que está esperando obtener.



Autor:
CPC Aldo Martínez Ruíz

Valor razonable

Comisión de Dictamen
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El término “Valor Razonable” se utiliza en las Normas de Información Financiera Mexicanas (NIF) dentro de la “NIF B-17” 
así como en las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) dentro de la “NIIF 13” y en ellas se detalla que el 
valor razonable de un activo estará basado en el precio que ofrece el mercado.

Definición de acuerdo a la “NIF B-17 Determinación del valor razonable”

La nueva definición de valor razonable (VR) nos dice que: ‘es el precio que se recibiría por vender un activo (un precio de 
salida) o pagaría por transferir un pasivo (enfoque basado en mercado) en una transacción ordenada (no es un precio de 
liquidación o venta forzada) entre los participantes del mercado en la fecha de la medición (precio actual).

Mercado principal o más ventajoso

Asume que la transacción tiene lugar en el mercado principal, esto se refiere a:

•	 El mercado con el mayor volumen y nivel de actividad para el activo o pasivo.

En ausencia de un mercado principal, asume que la transacción tiene lugar en el mercado más ventajoso, esto es:

•	 Un mercado que maximiza la cantidad recibida para vender el activo o minimiza la cantidad pagada para transferir el 
pasivo, después de considerar los costos de la operación y traslado.

En ausencia de evidencia en contrario, se presume que el mercado en el que la entidad normalmente operaría es el 
mercado principal o más ventajoso.

En ambos casos el mercado de referencia debe ser el que la entidad tiene acceso.

Costos de operación y traslado
Los costos de operación y traslado se toman ambos en cuenta al determinar el mercado más ventajoso.
Una vez determinado el mercado principal o el más ventajoso, se determina el valor razonable, esto es:
•	 Sin ajustarlo por los costos de operación.
•	 El precio se ajusta por los costos de traslados si la ubicación es un factor relevante (o sea, los costos de trasladar 
el activo al mercado principal o más ventajoso).

Tipos de mercado

Existen cuatro tipos de mercado:
1.	 Bolsa
2.	 Corredor
3.	 Intermediario
4.	 Principal-principal

Las implicaciones para el valor razonable son:

•	 Precios observables
•	 Mercado activo
•	 Dispersión entre precio de oferta y demanda
•	 Conexión con el mercado principal o el más ventajoso
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Lo anterior es relevante para la técnica de valuación y para el nivel jerárquico de los datos aportados.

Mercados activos versus inactivos
El mercado activo es aquel en el que las transacciones del activo o pasivo tienen lugar con la suficiente frecuencia y 
volumen para proporcionar información de precios sobre una base constante y corriente.

Indicadores de un mercado inactivo
Algunos de los indicadores son los siguientes:
•	 Pocas transacciones recientes
•	 Cotizaciones de precios no actuales
•	 Cotizaciones de precios más volátiles
•	 Incremento significativo en primas por riesgo de liquidez implicadas
•	 Mayor dispersión entre precios de oferta-demanda
•	 Importante reducción o ausencia de mercado para nuevas emisiones (un mercado primario)
•	 Poca información pública disponible

Algunas de las características o factores relevantes son:
Uso existente o relativo (solo activos no financieros).
El valor razonable refleja el uso máximo y mejor desde la perspectiva del participante en el mercado que es:
1.	 Físicamente posible
2.	 Legalmente permisible
3.	 Financieramente factible

Se presume que el uso actual es el uso máximo y mejor a menos que el mercado u otros factores sugieran lo contrario.
Asume que los participantes en el mercado tienen acceso a activos complementarios.

Restricciones en el uso, venta o transferencia
Activos:
La restricción impacta al valor razonable sólo si los participantes en el mercado lo tomaran en cuenta.

Pasivos:
Se determina el valor razonable sobre la premisa que habrá transferencia, es decir:
•	 El pasivo continúa y el cesionario debe cumplir la obligación.
•	 No se liquidará o de otra manera extinguirá.

Factores de bloque-lote o unidad de cuenta
La medición es consistente con la unidad de cuenta en otras NIFs.

El valor de activos no financieros asume que el activo no se vende consistentemente con la unidad de cuenta en otras NIFs.

El bloque de activos o pasivos idénticos en Nivel 1 siempre son valuados como, número x precio unitario.

Valor razonable en el reconocimiento inicial
No está explícita la ‘presunción del precio de la transacción’.

La NIF B-17 afirma que el precio de la transacción a menudo corresponde al valor razonable, a menos que:
•	 La transacción fue entre partes relacionadas
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•	 La transacción fue bajo coacción o forzada
•	 La unidad de cuenta de la transacción a la unidad de cuenta para el activo o pasivo que se mide
•	 El mercado en el que la transacción tuvo lugar al mercado principal o máximo

Jerarquía del valor razonable
Nivel 1 – Precios cotizados sin ajustar en mercados activos o pasivos idénticos.
Nivel 2 – La información que no es de los precios cotizados que incluye el nivel 1 que sea observable, ya sea directa o 
indirecta.
Nivel 3 – La información no es observable.
La jerarquía de valor razonable le da prioridad a la información sobre la técnica de valuación, nivel de jerarquía bien 
revelado y revelación adicional requerida para el nivel 3.

Resumen de los requerimientos de información
Los objetivos de información son:
Revelar información que permite a los usuarios evaluar ambos aspectos, tanto para activos y pasivos medidos a VR sobre 
una base recurrente o no recurrente después del reconocimiento inicial (técnicas de valuación e información utilizada). 
Y también para mediciones recurrentes a VR que usan información significativa no observable (Nivel 3), el efecto de la 
medición en pérdidas y ganancias y otras partidas de la utilidad integral.

Resumen de los requerimientos de revelación
Revelaciones sobre jerarquía:
Para cada clase de activos y pasivos medidos a valor razonable en el estado deposición financiera después del 
reconocimiento inicial.
•	 El modelo de valor razonable (MVR) al final del periodo y, para partidas no recurrentes, las razones para usar VR.
•	 El nivel en la jerarquía (MVR recurrentes y no recurrentes).
•	 Para mediciones recurrentes, cualquier transferencia entre niveles 1-2; razones para ello y la política para identificar 

cuando de estima que ocurrirán. 
•	 Para mediciones recurrentes entre niveles 2 y 3, las técnicas de valuación y la información utilizada; cualquier cambio 

en las técnicas y razones para el cambio.

Para MVR recurrentes y no recurrentes por las que el uso más alto y mejor es diferente del uso actual; mencionar la razón 
de ello.

Resumen de los requerimientos de revelación
Revelaciones adicionales con jerarquía de Nivel 3:
•	 Descripción del proceso de valuación. 
•	 Información cuantitativa sobre los datos no observables.
•	 Para mediciones recurrentes, una descripción narrativa de los cambios de sensibilidad en los datos no observables.

Para activos y pasivos financieros, el efecto de supuestos alternativos razonablemente posibles, de ser significativos.
•	 Una conciliación entre los saldos iniciales y finales y:

1.	 Total de ganancias y pérdidas reconocidas en resultados y en que rubro(s) (separadamente identificando aquellas 
partidas mantenidas hasta el final del periodo).

2.	 Total de ganancias y pérdidas reconocidas en otras partidas de la utilidad integral.
3.	 Compras, ventas; asuntos y acuerdos.
4.	 Transferencias al/del nivel 3, razones y política contable. 

Vigencia
Entrada en vigor, periodos anuales que inician en o después del 1 de enero de 2018. 



Autor:
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Antecedentes
El Código Fiscal de la Federación prevé la posibilidad de que las autoridades fiscales emitan opiniones que orienten 
a los contribuyentes y a los funcionarios del Servicio de Administración Tributaria, para el cumplimiento adecuado de 
las obligaciones fiscales. El fundamento se encuentra en el artículo 33, penúltimo párrafo y en el artículo 35 de dicho 
ordenamiento, los que a la letra dicen:

Artículo 33. Las autoridades fiscales para el mejor cumplimiento de sus facultades, estarán a lo siguiente:
….
Asimismo, las autoridades fiscales darán a conocer a los contribuyentes, a través de los medios de 
difusión que se señalen en reglas de carácter general, los criterios de carácter interno que emitan para 
el debido cumplimiento de las disposiciones fiscales, salvo aquéllos que, a juicio de la propia autoridad, 
tengan el carácter de confidenciales, sin que por ello nazcan obligaciones para los particulares y 
únicamente derivarán derechos de los mismos cuando se publiquen en el Diario Oficial de la Federación.
….

Artículo 35.  Los funcionarios fiscales facultados debidamente podrán dar a conocer a las diversas 
dependencias el criterio que deberán seguir en cuanto a la aplicación de las disposiciones fiscales, sin 
que por ello nazcan obligaciones para los particulares y únicamente derivarán derechos de los mismos 
cuando se publiquen en el Diario Oficial de la Federación.

Desde hace años el ejercicio de estas facultades se han materializado en la publicación en el Diario Oficial de la Federación 
del Anexo 7 de la Resolución Miscelánea Fiscal. La que se encuentra vigente el día de hoy lo fue en el del jueves 9 de 
enero de 2020.

Este anexo ha incluido también desde años un criterio que notoriamente desentona con un artículo de la Ley del Impuesto 
sobre la renta (LISR). Se trata del identificado como 51/ISR/N
Antes de analizar su texto y explicar en qué consiste el mencionado desapego a la Ley, es importante recordar dos 
elementos esenciales del régimen fiscal de los dividendos que las personas morales residentes en México pagan a las 
personas físicas:

1.	 Las personas Morales causan Impuesto sobre la renta (ISR) por distribuir dividendos
2.	 Las personas físicas lo hacen por percibirlos.

No abundaré sobre ello por no ser materia de este artículo. Solamente mencionaré otros dos elementos que permitirán 
ponernos en contexto sobre el asunto que nos ocupa:
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Contexto
Primer elemento.- El artículo 140 de la LISR atribuye a diversos actos la naturaleza fiscal de dividendos percibidos, 
no obstante que económica, financiera y jurídicamente tengan una naturaleza distinta. Me refiero a los coloquialmente 
conocidos como dividendos fictos. 

Se trata de seis supuestos incorporados en sendas fracciones del último párrafo de dicho ordenamiento:

Artículo 140.
…..
Para los efectos de este artículo, también se consideran dividendos o utilidades distribuidos, los 
siguientes:

I. Los intereses a que se refieren los artículos 85 y 123 de la Ley General de Sociedades Mercantiles 
y las participaciones en la utilidad que se paguen a favor de obligacionistas u otros, por sociedades 
mercantiles residentes en México o por sociedades nacionales de crédito.

II. Los préstamos a los socios o accionistas, a excepción de aquéllos que reúnan los siguientes requisitos:

a) Que sean consecuencia normal de las operaciones de la persona moral.

b) Que se pacte a plazo menor de un año.

c) Que el interés pactado sea igual o superior a la tasa que fije la Ley de Ingresos de la Federación 
para la prórroga de créditos fiscales.

d) Que efectivamente se cumplan estas condiciones pactadas.

III. Las erogaciones que no sean deducibles conforme a esta Ley y beneficien a los accionistas de 
personas morales.

IV. Las omisiones de ingresos o las compras no realizadas e indebidamente registradas.

V. La utilidad fiscal determinada, inclusive presuntivamente, por las autoridades fiscales.

VI. La modificación a la utilidad fiscal derivada de la determinación de los ingresos acumulables y de 
las deducciones, autorizadas en operaciones celebradas entre partes relacionadas, hecha por dichas 
autoridades.
	
	 Énfasis añadido

Es importante destacar que esta recaracterización de la naturaleza fiscal es exclusivamente para lo relacionado con el 
propio artículo 140 tal y como se aprecia al inicio del párrafo citado: “Para los efectos de este artículo”.

Para el desarrollo del tema, pido al lector que solamente atienda a las fracciones I y II. 

Pasemos ahora al segundo elemento.
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Segundo elemento.- El último párrafo del artículo 10 de la LISR atribuye implícitamente, también de manera ficticia, la 
calidad de utilidad distribuida a algunos de los ya mencionados dividendos fictos, específicamente a los supuestos a los 
que se refieren las fracciones I y II del artículo 140. Lo hace al determinar la causación de ISR a cargo de la persona moral 
cuando se presenta alguno de esos dos supuestos.

Artículo 10
…..
Las personas morales que distribuyan los dividendos o utilidades a que se refiere el artículo 140 fracciones 
I y II de esta Ley, calcularán el impuesto sobre dichos dividendos o utilidades aplicando sobre los mismos 
la tasa establecida en el artículo 9 de la presente Ley. Este impuesto tendrá el carácter de definitivo.

Énfasis añadido 

Problemática
Tomando en consideración que el artículo 140 de la LISR tipifica como dividendos percibidos –entre otros- los supuestos 
previstos en sus fracciones I y II, y que los mismos generan ISR a cargo de la persona moral tal y como lo establece el 
artículo 10 de esa ley, veamos a qué se refiere el Criterio Normativo 51/ISR/N.

51/ISR/N     Préstamos a socios y accionistas. Se consideran dividendos.

El artículo 140, fracciones II y III de la Ley del ISR considera como dividendos o utilidades distribuidos, 
los préstamos efectuados a socios o accionistas que no reúnan los requisitos indicados en la citada 
disposición y las erogaciones no deducibles hechas en favor de los mismos.

En los términos del artículo 10 de la misma Ley, las personas morales que distribuyan dividendos o 
utilidades que no provengan de la Cuenta de Utilidad Fiscal Neta, deberán calcular el impuesto que 
corresponda.

Derivado de que la aplicación de los ingresos tipificados como utilidades distribuidas en los 
términos del artículo 140, fracciones II y III de la Ley del ISR, no provienen de la Cuenta de Utilidad 
Fiscal Neta, por lo que debe estarse a lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley en comento.

Énfasis añadido

Pues bien, de la simple lectura del Criterio Normativo se aprecia un desencuentro de las hipótesis previstas en los artículos 
que pretender normar: i) por un lado el artículo 140 considera que nos encontramos ante dividendos fictos exclusivamente 
para los efectos de ese artículo, ii) por otro apreciamos que el artículo 10 toma exclusivamente a dos de esos supuestos 
(fracciones I y II) como causantes de ISR a cargo de la persona moral, y iii) el Criterio incorpora al dividendo ficto que 
resulta de la fracción III del artículo 140 (erogaciones no deducibles que benefician a socios) como uno de los supuestos 
que generan ISR a cargo de la persona moral.

Conclusión

Qué tenemos entonces:

a) Seis supuestos que son considerados dividendos fictos sólo para efectos del artículo 140, y que por lo tanto no pueden 
hacerse extensivos en forma automática a otros artículos de la Ley.
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b) Dos de esos supuestos que generan ISR a cargo de la persona moral, por ser específicamente invocados en el artículo 
10.

c) Un Criterio normativo que incorpora un supuesto imprevisto en el artículo 10, y que informa  que las erogaciones no 
deducibles que beneficien a accionistas no pueden aplicarse contra la Cuenta de Utilidad Fiscal Neta (CUFIN).

Ante esa esa confusión de elementos resulta evidente que el Criterio Normativo 51/ISR/N excede al supuesto establecido 
en el artículo 10, al pretender incorporar como utilidad distribuida generadora de ISR a las erogaciones no deducibles que 
benefician a accionistas toda vez que nunca fueron consideradas como tales en dicho artículo 10. 

En ese orden de ideas, la limitación para aplicarlas contra la CUFIN es inadecuada puesto que nunca fueron consideradas 
como utilidad distribuida, en el artículo 10.



Autor:
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Un gran reto para todos los países, es el cómo gravar tributariamente, a las plataformas digitales.

En México, el proyecto de la Miscelánea Fiscal 2020 consideraba el pago del IVA por parte de las empresas transnacionales, 
con la amenaza  de desconectar a las  plataformas de internet en el país, que no realizaran dicho pago. El proyecto fue 
modificado y no se incluyeron finalmente como contribuyentes a estas  empresas, solo se les incluyo como retenedor de 
impuestos, a sus agremiados, tanto de ISR como de IVA.

La gran disyuntiva radica, en establecer como gravarlos, como cuantificar los beneficios que se generan en el país, para 
poder establecer una base para aplicar la tasa de ISR que les corresponda.

El poder económico y social, por la generación de empleos que hasta el momento han desarrollado las empresas digitales, 
les permite seguir realizando sus actividades, con cierta impunidad, en cuanto al cumplimiento de obligaciones fiscales, ya 
que con una simple amenaza de retirarse del país, se podría generar un problema social grave.

La economía digital en México representa 5 por ciento del producto interno bruto (PIB), equivalente a 1.25 billones de 
pesos, según datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Sin embargo, la fiscalización de este sector en el 
mundo apenas está en vías de regulación. Las empresas de tecnología financiera no son gravadas, pero sí los trabajadores 
que prestan sus servicios por medio de éstas.

Estimaciones presentadas por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal) exponen que en México 
se dejan de recaudar 179 millones de dólares por año sólo por no gravar a Uber, Netflix, Spotify y Apple. Asimismo, 
estimaciones apuntan a que la recaudación a los trabajadores ascendería a 2 mil 200 millones de pesos.

En dicho contexto, el Servicio de Administración Tributaria (SAT) y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) 
promovieron en junio pasado un esquema para facilitar la retención de impuestos a quienes ofrecen servicios por medio 
de estas plataformas.

El programa comenzó en colaboración con Uber, Cabify, Bolt y Beat, CornerShop, Rappi, Sin delantal y Uber Eats

La reforma fiscal aprobada para el ejercicio fiscal 2020, contempla un régimen fiscal especial, tanto 
en ISR como para IVA, aplicable a las personas físicas que realicen actividades empresariales, que 
enajenen bienes y presten servicios a través de plataformas digitales.

Por principio de cuentas, se agregó una fracción VI al artículo 111 de la LISR, en el cual se establece lo 
siguiente:

Artículo 111. ….
Párrafo quinto
No podrán pagar el impuesto en los términos de esta sección:
I. a V. ...
VI. Las personas físicas que presten servicios o enajenen bienes por Internet, a través de las 
plataformas tecnológicas, aplicaciones informáticas y similares a que se refiere la Sección III de 
este Capítulo, únicamente por los ingresos que perciban por la utilización de dichos medios.
...

Se agregó una Sección específica para otorgar una opción a los contribuyentes que quedaron excluidos de tributar en 
el RIF, la cual pretende establecer un gravamen alineado, es decir se proporcionan unas tarifas que gravan una utilidad 
estimada, de acuerdo con la actividad que desempeñen las personas físicas.
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Es importante señalar, que de acuerdo con disposiciones transitorias artículo Segundo fracción IV, este régimen entra en 
vigor el 1 de junio del 2020, para lo cual quienes ya están tributando en el RIF y quieran adherirse a este nuevo régimen, 
deben presentar aviso de opción a más tardar el 30 de junio del 2020 de acuerdo a lo que señala en artículo 113-B inciso 
d). Quienes inicien actividades, pueden darse de alta y tributar en el RIF, el cual seguirá vigente hasta el 31 de mayo 2020 
(fracción V artículo Segundo de disposiciones transitorias).

De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 113-A de la LISR y 18-B de la LIVA, por los ingresos que se generen los 
contribuyentes que opten por tributar de conformidad con la Sección III del capítulo II del Título IV,  se efectuarán retenciones 
por parte de las personas morales residentes en México o residentes en el extranjero con o sin establecimiento 
permanente en el país, así como las entidades o figuras jurídicas extranjeras que proporcionen, de manera directa 
o indirecta, el uso de las citadas plataformas tecnológicas, aplicaciones informáticas y similares. 

Esta retención tendrá el carácter de pago provisional. 

Tratándose de prestación de servicios de transporte terrestre de pasajeros y de entrega de bienes, la tasa de 
retención de ISR, será de un 2% hasta un 8%, para ingresos mensuales que superen los $21,000, en el caso de IVA, 
la retención será del 8% (regla miscelánea 3.11.11, prevé la posibilidad de retención semanal)

Tratándose de prestación de servicios de hospedaje, la tasa de retención de ISR, será de un 2% hasta un 10%, para 
ingresos mensuales que superen los $35,000, en el caso de IVA, la retención será del 8%

Por último, tratándose de enajenación de bienes y prestación de servicios,  la tasa de retención de ISR, será de un 
0.4% hasta un 5.4%, para ingresos mensuales que superen los $100,000, en el caso de IVA, la retención será del 8%

De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 113-B. Las personas físicas a que se refiere el artículo anterior, podrán 
optar por considerar como pagos definitivos las retenciones que les efectúen conforme a la presente Sección, en los 
siguientes casos:

I. Cuando únicamente obtengan ingresos a los que se refiere el primer párrafo del artículo 113-A de esta Ley, que 
en el ejercicio inmediato anterior no hayan excedido de la cantidad de trescientos mil pesos.

Las personas físicas que inicien actividades podrán optar por considerar como pago definitivo la retención a que se refiere 
esta Sección, cuando estimen que sus ingresos del ejercicio no excederán del límite mencionado. Cuando en el 
ejercicio citado realicen operaciones por un periodo menor de doce meses.

II. Tratándose de las personas físicas a que se refiere la fracción anterior que además obtengan ingresos de los señalados 
en los Capítulos I y VI de este Título (sueldos e intereses). Para determinar los $300,000.00, se consideran los ingresos 
del ejercicio anterior, solamente los obtenidos en las plataformas (regla miscelánea 12.3.7.)

Quienes se ubiquen en el supuesto de considerar el impuesto como definitivo, No podrán hacer las deducciones que 
correspondan por las actividades realizadas a través de las plataformas tecnológicas.

Adicionalmente deben cumplir con obligaciones de conservar los comprobantes que les emitan por los cobros realizados y 
expedir los CFDI, por servicios que presten directamente.

d) Deberán presentar ante el Servicio de Administración Tributaria, en los términos y condiciones que se establezcan 
mediante reglas de carácter general que para tal efecto emita dicho órgano desconcentrado, un aviso en el que manifiesten 
su voluntad de optar porque las retenciones que se les realicen en términos del artículo anterior, sean consideradas como 
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definitivas, dentro de los 30 días siguientes a aquel en que el contribuyente perciba el primer ingreso por el pago de las 
contraprestaciones por las actividades a que se refiere esta Sección.

Una vez ejercida la opción a que se refiere este artículo ésta no podrá variarse durante un período de cinco años

En el artículo 113-C. se establece para  las personas morales residentes en México o residentes en el extranjero con o sin 
establecimiento permanente en el país, así como las entidades o figuras jurídicas extranjeras a que se refiere el segundo 
párrafo del artículo 113-A de esta Ley, tendrán las siguientes obligaciones:

En el caso de que los contribuyentes no proporcionen su clave del Registro Federal de Contribuyentes prevista en 
el inciso b) de la fracción III del artículo 18-J de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, se deberá retener el impuesto 
que corresponda por los ingresos a que se refiere el artículo 113-A de esta Ley, aplicando la tasa del 20% sobre 
los ingresos referidos.

V. Conservar como parte de su contabilidad la documentación que demuestre que efectuaron la retención y entero del 
impuesto sobre la renta correspondiente.

Se agrega un capitulo 12.3 en resoluciones miscelánea, con reglas que van de la 12.3.1 a la 12.3.10, en las cuales se 
precisa el procedimiento y formatos que se deben utilizar para los avisos que se deben presentar, para ejercer la opción 
de tributar en este nuevo régimen 

En disposiciones transitorias de reglas misceláneas, se establece lo siguiente:

Quincuagésimo Sexto. Las personas físicas que tributan en el RIF que hayan optado por considerar las retenciones del 
ISR e IVA como pagos definitivos conforme a lo dispuesto en la regla 3.11.11., fracción II, numeral 2, y fracción III, numeral 
2, vigente hasta el 31 de mayo de 2020, podrán considerar las retenciones efectuadas en el mes de mayo de 2020 como 
pago definitivo del bimestre mayo-junio de 2020.

En relación con la regla 12.3.1.,las personas físicas que ya estén percibiendo ingresos por la prestación de forma 
independiente de servicios de transporte terrestre de pasajeros o entrega de alimentos preparados, a través de plataformas 
tecnológicas, aplicaciones informáticas y similares, y estén aplicando lo dispuesto en la regla 3.11.11., vigente al 31 de 
mayo de 2020, por los ingresos que perciban por la enajenación de bienes o la prestación de servicios a través de Internet 
mediante plataformas tecnológicas, aplicaciones informáticas y similares, a que se refiere la Sección III del Capítulo II del 
Título IV de la Ley del ISR, y la Sección II del Capítulo III BIS de la Ley del IVA, se encuentran relevados de cumplir con 
la obligación de presentar el aviso a que se refiere la ficha de trámite 71/CFF “Aviso de actualización de actividades 
económicas y obligaciones”, contenida en el Anexo 1-A, para ubicarse en el Régimen de Actividades Empresariales 
y Profesionales a que se refiere el artículo 100 de la Ley del ISR, siendo la autoridad fiscal competente la encargada 
de realizarlo con base en la información existente en el RFC al 31 de mayo de 2020.

CONCLUSIÓN.
El régimen fiscal previsto en esta nueva Sección III del Capítulo II del TITULO  IV, de la LISR, es sin lugar a dudas un 
primer paso, para poder gravar a todos los prestadores de servicio que se incorporan en las plataformas digitales, con una 
recaudación efectiva y de fácil fiscalización, lo anterior en virtud de que las empresas en las cuales se incorporan, están 
obligados a retener tanto el ISR como el IVA, por las actividades que se desempeñan a través de las mismas.

Antes de esto, se estaba a merced de los contribuyentes, independientemente del régimen fiscal en el cual se dieran 
de alta, en virtud de que estos contribuyentes determinaban sus impuestos individualmente, y el pago de impuestos lo 
efectuaban cada uno de ellos, pudiendo omitir ingresos o agregar deducciones improcedentes.
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Un asunto que quedara todavía fuera del alcance de la fiscalización de la autoridad, es lo contemplado en el último párrafo  
artículo 113-A, en donde se contempla que en caso de percepción de ingresos en forma directa entre el contribuyente y 
el usuario, sean declarados y pagados los impuestos por el propio contribuyente aplicando la tarifa que les corresponda.

Sin lugar a dudas se prevé un beneficio para los contribuyentes que obtengan ingresos inferiores a $300,000.00 pesos 
anuales, lo cual les permite considerar el impuesto retenido como pago definitivo. Aun y cuando obtengan ingresos por 
sueldo e intereses. Vale la pena mencionar que en el RIF, el primer año de actividades no pagaban nada, ni ISR ni IVA. Si 
se ve en línea recta, en el tiempo las tasas previstas en estas disposiciones pueden superar los beneficios del RIF.

 Como se mencionó al inicio de este artículo, la tarea por resolver seguirá siendo el cómo gravar a las compañías dueñas 
de las plataformas, tanto con el ISR, como con el IVA que corresponde a sus actividades.

La información de terceros que tendrán que proporcionar las entidades que operan las plataformas en el país,  al SAT, le 
darán una herramienta poderosa para poder hacer una inferencia sobre el nivel de ingreso que generan por cada actividad 
que se desempeña, entonces se podría dar un segundo paso hacia establecerles un gravamen

Lo resaltado en Negritas fue realizado por el autor.



Tesis y Jurisprudencias
Enero -Febrero 2020

Autor:
Lic. Omar Sandoval Ortega 

Comisión Fiscal
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Época: Décima Época 
Registro: 2021588 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 07 de febrero de 2020 10:09 h 
Materia(s): (Común, Constitucional) 
Tesis: 2a./J. 24/2017 (10a.)

RENTA. SON INOPERANTES LOS ARGUMENTOS EN EL SENTIDO DE QUE EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
151 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL ESTABLECER UN 
LÍMITE PARA LAS DEDUCCIONES PERSONALES, VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
Para respetar el principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario atender a la capacidad contributiva de las personas afectas al gravamen y, 
en el caso de la contribución de mérito, ello se cumple cuando la base gravable se constituye por la utilidad real, a la cual 
se arriba restando de los ingresos brutos los gastos que se realizaron para su obtención (deducciones estructurales); de ahí 
que las erogaciones no vinculadas con la generación de esos ingresos (deducciones no estructurales) no tienen impacto 
en la utilidad o renta gravable, por lo que no pueden estimarse como aminoraciones que el legislador deba contemplar 
forzosamente a fin de observar el principio de justicia tributaria en comento. Ahora, las erogaciones concedidas como 
deducciones personales para realizarse en forma adicional a las “autorizadas en cada capítulo”, en términos del artículo 
151 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, tienen el carácter de no estructurales, pues se refieren a los desembolsos 
efectuados con motivo de consumo personal, sea por su origen, por su propósito o por su efecto, es decir, se trata de 
gastos diversos y contingentes, dado que no son erogaciones que habitualmente deban realizarse para la generación de 
la utilidad o renta neta del tributo. En consecuencia, las deducciones personales de las personas físicas, al no cumplir con 
el requisito de estricta vinculación con la generación del ingreso, no son del tipo de erogaciones que el legislador debe 
reconocer para acatar el principio de proporcionalidad tributaria, sino que constituyen gastos o beneficios fiscales, los 
cuales se conceden atendiendo a fines de política fiscal, social o económica. Por tanto, son inoperantes los argumentos en 
el sentido de que el último párrafo del artículo 151 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al establecer un límite para las 
deducciones personales, viola el principio de proporcionalidad tributaria.

SEGUNDA SALA

Amparo en revisión 855/2014. José Francisco García Cáceres y otros. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 919/2015. Manuel Enrique Romero de Terreros Escalante y otros. 5 de octubre de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1379/2015. Rodrigo Navarro Hernández. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 440/2016. Ricardo Alberto Elizondo Garza y otros. 9 de noviembre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
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Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 867/2014. José Ramiro Cárdenas Tejeda. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 24/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del uno de 
marzo de dos mil diecisiete. 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Nota: Por instrucciones de la Segunda Sala, la tesis que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 40, Tomo II, marzo de 2017, página 826, con número de registro digital: 2013878, se publica nuevamente con la 
corrección en el quinto precedente que la propia Sala ordena.

La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo en revisión 855/2014, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 40, Tomo II, marzo de 2017, página 671, con número de registro digital: 26998.

Esta tesis se republicó el viernes 7 de febrero de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2021587 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 07 de febrero de 2020 10:09 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 2a./J. 27/2017 (10a.) 

RENTA. EL ARTÍCULO 151, ÚLTIMO PARRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2014, AL ESTABLECER UN LÍMITE PARA LAS DEDUCCIONES PERSONALES, NO VIOLA EL DERECHO 
AL MÍNIMO VITAL. Las deducciones personales de las personas físicas, al no cumplir con el requisito de necesaria 
vinculación de las erogaciones con la generación del ingreso, no deben reconocerse forzosamente por el legislador como 
aminoraciones para determinar la base gravable del impuesto, sino que se encuentran inmersas en el ámbito de libertad de 
configuración en materia tributaria por constituir gastos fiscales, los cuales tienen su origen en la disminución o reducción 
de gravámenes, traduciéndose en la no obtención de un ingreso público como consecuencia de la concesión de beneficios 
fiscales orientados al logro de la política económica o social. Por otra parte, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha establecido que el derecho al mínimo vital abarca todas las acciones positivas y negativas que permitan 
respetar la dignidad humana, lo que implica la obligación para el Estado de garantizar (y no necesariamente otorgar la 
prestación de manera directa) que los ciudadanos tengan acceso generalizado a alimentación, vestido, vivienda, trabajo, 
salud, transporte, educación, cultura, así como a un medio ambiente sano y sustentable; aunado a ello, debe garantizar 



40BOLETÍN
TÉCNICO

atención a los incapacitados o a las personas con necesidades especiales o específicas, procurando su incorporación 
a la vida activa. Lo anterior, correlacionado con el principio de generalidad tributaria (la regla general consiste en que 
todos aquellos, con un nivel económico mínimo, están obligados a contribuir al sostenimiento del gasto público, mientras 
que las exenciones, beneficios o estímulos fiscales son la excepción), permite concluir válidamente que la circunstancia 
de que los conceptos con los cuales se relacionan las deducciones personales tengan alguna vinculación con derechos 
fundamentales o servicios básicos que el Estado se encuentra obligado a garantizar o prestar, no implica que exista un 
derecho constitucionalmente tutelado para exigir que sea precisamente a través de la legislación fiscal que se brinde esa 
tutela, específicamente concediendo un beneficio de carácter tributario al prever la posibilidad de deducir, sin limitante 
alguna, cantidades o erogaciones que no están vinculadas con la generación del ingreso que es el objeto del impuesto 
sobre la renta.

SEGUNDA SALA

Amparo en revisión 855/2014. José Francisco García Cáceres y otros. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora l., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel lsaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 919/2015. Manuel Enrique Romero de Terreros Escalante y otros. 5 de octubre de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora l., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1379/2015. Rodrigo Navarro Hernández. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora l., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 440/2016. Ricardo Alberto Elizondo Garza y otros. 9 de noviembre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora l., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 867/2014. José Ramiro Cárdenas Tejeda. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora l.; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Tesis de jurisprudencia 27/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del uno de 
marzo de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Nota: Por instrucciones de la Segunda Sala, la tesis que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 40, Tomo II, marzo de 2017, página 821, con número de registro digital: 2013872, se publica nuevamente con la 
corrección en el quinto precedente que la propia Sala ordena.
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La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo en revisión 855/2014, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 40, Tomo II, marzo de 2017, página 671, con número de registro digital: 26998.

Esta tesis se republicó el viernes 7 de febrero de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2021619 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 14 de febrero de 2020 10:16 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: I.20o.A.42 A 10a.) 

NEGATIVA FICTA. SE CONFIGURA ANTE EL SILENCIO DE LA AUTORIDAD EN EL PROCEDIMIENTO DE ACLARACIÓN 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17-H, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE EN 
2018 Y EN LA REGLA 2.2.4. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA ESE AÑO. Conforme a los lineamientos 
establecidos en la contradicción de tesis 55/2017, resuelta por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, para que se configure una resolución negativa ficta en términos del artículo 37 del Código Fiscal de la Federación, 
no basta que el particular formule una petición ante la autoridad competente y que ésta omita darle respuesta y notificarla 
en el plazo de tres meses, sino que debe considerarse también si la naturaleza de esa institución resulta acorde con el 
fondo de lo solicitado y con la finalidad práctica para la que se reconoció. Así, en el caso del procedimiento de aclaración 
previsto en el artículo 17-H, último párrafo, del código tributario federal vigente en 2018 y en la regla 2.2.4. de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para ese año, promovido a instancia del contribuyente, la asignación de una respuesta negativa al silencio 
de la autoridad concuerda con la sustancia de lo solicitado, en la medida en que los aspectos que pueden plantearse en 
ese procedimiento suponen la verificación por parte de la autoridad de que el contribuyente subsanó las irregularidades 
que motivaron la cancelación de su certificado de sello digital, o bien, que las causas invocadas para ello son injustificadas, 
de suerte que al tratarse el silencio de la autoridad con los alcances del artículo 37 citado, la respuesta ficta implicará que 
la autoridad hacendaria negó emitir un nuevo certificado, ya sea porque el interesado no acreditó haber subsanado las 
irregularidades que llevaron a su cancelación o porque no evidenció lo injustificado de la determinación primigenia. Además, 
atribuir una negativa ficta al silencio de la autoridad en el caso que se analiza, es acorde con la finalidad práctica para la 
que se reconoció esa institución, pues en el evento de que el contribuyente impugne dicha determinación ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, el juicio resulte procedente y obtenga sentencia favorable, por haberse demostrado que 
se subsanó la irregularidad que motivó la cancelación del certificado de sello digital, o bien, que fue injustificada la causa 
legal para ello, válidamente podría obligarse a la autoridad fiscal a otorgarle uno nuevo.

VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 385/2019. José Miguel García Gámez. 25 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. 
Gabriela Rolón Montaño. Secretario: Paúl Francisco González de la Torre. 

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 55/2017 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo II, junio de 2017, página 1097, con número de registro digital: 27161.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2020 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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Época: Décima Época 
Registro: 2021618 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 14 de febrero de 2020 10:16 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: I.20o.A.41 A (10a.) 

NEGATIVA FICTA. LA QUE SE CONFIGURE RESPECTO DEL PROCEDIMIENTO DE ACLARACIÓN PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 17-H, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE EN 2018 Y EN LA 
REGLA 2.2.4. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA ESE AÑO, CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN 
DEFINITIVA IMPUGNABLE ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. La noción de “agravio en 
materia fiscal” prevista en el artículo 3, fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, para 
efectos de la procedencia del juicio de nulidad, constituye un concepto amplio y susceptible de dar cobertura a muchas 
formas en que se manifiestan las relaciones de la autoridad hacendaria con los contribuyentes, por ejemplo, cuando una 
resolución administrativa les irrogue perjuicio, derivado de la aplicación de las disposiciones fiscales. En estas condiciones, 
la negativa ficta que se configure respecto del procedimiento de aclaración previsto en el artículo 17-H, último párrafo, del 
Código Fiscal de la Federación vigente en 2018 y en la regla 2.2.4. de la Resolución Miscelánea Fiscal para ese año, al 
implicar que se negó al contribuyente la obtención de un nuevo certificado de sello digital, le irroga un agravio en materia 
fiscal, al encontrarse en imposibilidad para, entre otros actos, expedir comprobantes en términos de los artículos 29 y 29-A 
del Código Fiscal de la Federación y, en consecuencia, es impugnable ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
en términos del artículo 3, fracciones V y XV, de su ley orgánica, toda vez que es una resolución definitiva en la medida en 
que, por ficción legal, da por concluido el procedimiento señalado y constituye la última voluntad de la autoridad al respecto.

VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 385/2019. José Miguel García Gámez. 25 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. 
Gabriela Rolón Montaño. Secretario: Paúl Francisco González de la Torre.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2020 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2021600 
Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 14 de febrero de 2020 10:16 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: PC.XVI.A. J/26 A (10a.) 

ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. LA AUTORIDAD FISCALIZADORA QUE EN EL DESARROLLO DEL 
PROCEDIMIENTO DETECTE DE OFICIO UNA VIOLACIÓN FORMAL, PUEDE DEJARLA INSUBSISTENTE HASTA 
ANTES DE SU CONCLUSIÓN Y EMITIR UNA NUEVA DIRIGIDA AL MISMO CONTRIBUYENTE, SIN QUE RESULTE 
NECESARIO SEÑALAR HECHOS DIFERENTES EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 53-C DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014). En términos de las jurisprudencias 
2a./J. 157/2011 (9a.) y 2a./J. 34/2014 (10a.), la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que 
si una primera orden de visita es anulada por la actualización de una violación de índole formal, al emitirse una segunda al 
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mismo contribuyente, con el objeto de revisar las mismas contribuciones, aprovechamientos y periodos, no puede estimarse 
inobservado el artículo 53-C del Código Fiscal de la Federación, vigente a partir del 1 de enero de 2014 (correlativo del 
diverso 46, último párrafo, del propio ordenamiento, vigente hasta el 31 de diciembre de 2013), en tanto que únicamente 
si la primera orden es anulada por la actualización de un vicio de incompetencia material, ya no es jurídicamente posible 
reponer el procedimiento de fiscalización y, por ende, sí es necesario señalar hechos diferentes a los ya revisados para poder 
practicar otra visita a la misma persona a fin de revisar las mismas contribuciones, aprovechamientos y periodos. Sobre 
esa base, se considera que de conformidad con los diversos preceptos 46, fracción VIII, 133 y 133-A del indicado código, la 
autoridad exactora se encuentra posibilitada para, de oficio y por una sola vez, dejar insubsistente un procedimiento de visita 
ya iniciado mediante la notificación de la orden correspondiente y que aún no ha concluido mediante el levantamiento del 
acta final, o bien, la emisión liquidatoria relativa, siempre que las circunstancias que hayan dado lugar a esa determinación 
se encuentren debidamente fundadas y motivadas en una causa de ilegalidad formal.

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DECIMOSEXTO CIRCUITO.

Contradicción de tesis 2/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia 
Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 12 de noviembre de 2019. Unanimidad de cinco votos de los Magistrados Víctor 
Manuel Estrada Jungo, Enrique Villanueva Chávez, Arturo Hernández Torres, Arturo González Padrón y José Gerardo 
Mendoza Gutiérrez. Ausente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Ponente: Arturo Hernández Torres. Secretario: Luis Ángel 
Ramírez Alfaro.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 265/2018, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 1/2019.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 157/2011 (9a.) y 2a./J. 34/2014 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 2, febrero de 2012, página 1280, con el rubro: 
“ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. LA DIRIGIDA A UN CONTRIBUYENTE EN RELACIÓN CON CONTRIBUCIONES, 
APROVECHAMIENTOS, PERIODOS Y HECHOS MATERIA DE UNA PRIMERA ORDEN, DECLARADA NULA POR 
INDEBIDA O INSUFICIENTE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN RESPECTO A LA COMPETENCIA MATERIAL DE LA 
AUTORIDAD QUE LA EMITIÓ, CONTRAVIENE EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 46 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2008).”, así como en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 2 de mayo de 2014 a las 12:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 6, Tomo II, mayo de 2014, página 945, con el título y subtítulo: “ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. 
CASO EN QUE NO OPERA LA CONDICIÓN PARA EMITIR UNA NUEVA DIRIGIDA AL MISMO CONTRIBUYENTE, 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 46, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CONSISTENTE EN 
COMPROBAR HECHOS DIFERENTES A LOS YA REVISADOS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE 
DE 2013).”, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2020 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2020, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

Época: Décima Época 
Registro: 2021599 
Instancia: Plenos de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
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Publicación: viernes 14 de febrero de 2020 10:16 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: PC.XVI.A. J/27 A (10a.) 

ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. LA INCORRECTA CITA DE LA CLÁUSULA SEGUNDA, PÁRRAFO PRIMERO, 
FRACCIÓN I, DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA CELEBRADO ENTRE LA SECRETARÍA 
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO Y EL ESTADO DE GUANAJUATO, CONSTITUYE UN VICIO FORMAL PARA 
EMITIRLA. Para estimar satisfecho el derecho de debida fundamentación reconocido por el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que hace a la competencia material de la autoridad administrativa emisora 
de un acto de molestia, es necesario que en el documento que lo contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o 
decreto que otorgan las facultades o atribuciones legales que le incumben, delimitan su campo de acción y generan certeza 
al contribuyente sobre los órganos del Estado que pueden, válidamente, afectar su esfera jurídica; siendo que, en caso de 
que tales normas incluyan diversos supuestos, entonces es necesario que se precisen con claridad y detalle el apartado, 
la fracción o fracciones, incisos y subincisos en que apoya su actuación, lo cual, en la hipótesis de que no los contenga, 
si se trata de una norma compleja, la obligación de fundar y motivar llega al extremo de transcribir la parte aplicable de la 
norma correspondiente, pues de no ser así se dejaría al contribuyente en estado de indefensión, toda vez que ignoraría 
si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo; y, en consecuencia, si está o 
no ajustado a derecho. Sin embargo, la incorrecta cita de la cláusula segunda, párrafo primero, fracción I, del Convenio 
de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal, celebrado el 2 de junio de 2015 por el Gobierno Federal por 
conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Gobierno del Estado de Guanajuato, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 28 de julio de 2015, por sí, no puede ser catalogada como un vicio de incompetencia material, 
cuando lo correcto era citar la cláusula segunda, párrafo primero, fracción II, del mismo convenio, a efecto de emitir una 
orden de visita domiciliaria por una autoridad local coordinada en materia de impuesto sobre la renta. Esto último es así, 
toda vez que sobre el particular, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias 
2a./J. 165/2013 (10a.), 2a./J. 163/2012 (10a.) y 2a./J. 134/2007, ha interpretado que para determinar si una autoridad local 
está facultada o no para ejercer las atribuciones derivadas de un convenio de colaboración administrativa en materia fiscal 
federal, lo conducente es atender al marco normativo integral y reglamentario de la entidad federativa en cuestión, en este 
caso, del Estado de Guanajuato, pues ese tipo de convenios no prevén la competencia por grado, materia o territorio de 
los entes administrativos ahí señalados, ni especifican las facultades que corresponden a cada uno de éstos; siendo que, 
en todo caso, el ejercicio de las atribuciones que les corresponden depende de que la entidad de la cual se trata, prevea, 
en su legislación interna, competencia para administrar contribuciones federales.

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DECIMOSEXTO CIRCUITO.

Contradicción de tesis 2/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia 
Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 12 de noviembre de 2019. Unanimidad de cinco votos de los Magistrados Víctor 
Manuel Estrada Jungo, Enrique Villanueva Chávez, Arturo Hernández Torres, Arturo González Padrón y José Gerardo 
Mendoza Gutiérrez. Ausente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Ponente: Arturo Hernández Torres. Secretario: Luis Ángel 
Ramírez Alfaro.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 265/2018, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 1/2019.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 165/2013 (10a.), 2a./J. 163/2012 (10a.) y 2a./J. 134/2007 citadas, aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas y en la Gaceta 
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del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo II, febrero de 2014, página 1051, con el título y 
subtítulo: “CONVENIO DE COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA EN MATERIA FISCAL FEDERAL. PARA DETERMINAR 
SI UNA AUTORIDAD LOCAL ESTÁ FACULTADA PARA EJERCER LAS ATRIBUCIONES DERIVADAS DE AQUÉL, DEBE 
ATENDERSE AL MARCO NORMATIVO INTEGRAL EN LA ENTIDAD FEDERATIVA, INCLUSIVE A LAS DISPOSICIONES 
REGLAMENTARIAS EMITIDAS POR EL EJECUTIVO LOCAL.”; en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, enero de 2013, página 892, con el rubro: “COMPETENCIA TERRITORIAL DEL 
DIRECTOR DE AUDITORÍA Y REVISIÓN FISCAL DEL GOBIERNO DE MICHOACÁN, AL EMITIR ÓRDENES DE VISITA 
DOMICILIARIA. SU FUNDAMENTACIÓN AL EJERCER LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN EN COLABORACIÓN 
CON EL GOBIERNO FEDERAL, CUANDO SE TRATE DE CONTRIBUCIONES FEDERALES.”; así como en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, agosto de 2007, página 503, con el rubro: “CONVENIOS 
DE COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA EN MATERIA FISCAL FEDERAL, CELEBRADOS ENTRE EL GOBIERNO 
FEDERAL POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO Y LOS GOBIERNOS DE LOS 
ESTADOS DE GUANAJUATO Y OAXACA. SU CLÁUSULA CUARTA NO DEFINE LA COMPETENCIA NI CONSTITUYE 
UNA NORMA COMPLEJA Y, POR TANTO, LAS AUTORIDADES FISCALES NO ESTÁN OBLIGADAS A PRECISAR 
EN EL ACTO DE MOLESTIA EN CUÁL DE SUS PÁRRAFOS FINCAN SU COMPETENCIA, POR LO QUE BASTA SU 
INVOCACIÓN GENÉRICA.”, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2020 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de 2020, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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Introducción
La Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita (LFPIORPI en 
adelante) fue publicada el Diario Oficial de la Federación en octubre del año 2012, sin embargo mediante disposiciones 
transitorias se estableció su entrada en vigor en Julio 2013 (9 meses después de su publicación),  dicha ley tiene por 
objeto, proteger el sistema financiero y la economía nacional, estableciendo medidas y procedimientos para prevenir y 
detectar actos u operaciones que involucren  recursos de procedencia ilícita.  al momento de la publicación, la LFPIORPI 
contemplaba XV actividades denominadas “vulnerables” las cuales son sujetas de identificación y entre las cuales se 
encuentran aquellas actividades relacionadas con el sector inmobiliario. este sector representa en promedio el 11% del PIB 
global del país1, genera 3 millones de empleos2 y es una de las principales fuerzas económicas del país.

En  México se encuentran empresas o  grupos empresariales que realizan alguna o varias de las actividades propias del 
sector, tales como el desarrollo de bienes inmuebles, la construcción, la comercialización, el arrendamiento, etc. y que 
pudieran ser consideradas como “actividades Vulnerables” en términos de la LFPIORPI y derivado de esto, ser sujetas de 
las diversas obligaciones, regulaciones y restricciones que la propia ley impone, sin embargo y a pesar de que la ley entró 
en vigor desde el año 2013 existe una gran cantidad de sujetos obligados que por desconocimiento no están cumpliendo 
con las obligaciones que la ley les impone, generando de esta manera la posibilidad de que la autoridad imponga sanciones 
económicas cuantiosas las cuales podrían incluso poner en riesgo la continuidad de dichos entes económicos, ya que las 
multas por incumplimiento de las obligaciones contempladas en la LFPIORPI, son consideradas las mas altas dentro de 
las legislaciones en materia administrativa.

A través del presente artículo, se pretende analizar, exponer y precisar aquellas actividades del sector inmobiliario que son 
consideradas “vulnerables” en términos de la LFPIORPI a efectos de los sujetos obligados que las realizan puedan contar 
con elementos que les permita cumplir con las obligaciones previstas en la ley.

Desarrollo
El Artículo 17 de la LFPIORPI establece “Para efectos de esta Ley se entenderán Actividades Vulnerables  y,  por  tanto, 
objeto  de identificación en términos del artículo siguiente, las que a continuación se enlistan:”

1 Análisis del sector inmobiliario Mexico, Centro de información América Latina dun & bradstreet  17/12/2018

2 Periódico el economista 19 de enero 2018
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V. La prestación habitual o profesional de servicios de construcción o desarrollo de bienes inmuebles o de intermediación 
en la transmisión de la propiedad o constitución de derechos sobre dichos bienes, en los que se involucren operaciones de 
compra o venta de los  propios  bienes  por  cuenta  o  a  favor  de  clientes  de quienes presten dichos servicios.

Desglosando el contenido de la fracción V de este artículo, se distinguen cuatro actividades que pueden considerarse 
vulnerables, sin importar el monto por el cual se realicen, contrario a las establecidas en otras fracciones donde se 
consideran únicamente vulnerables aquellas actividades realizadas por algún monto superior a los señalados en la propia 
fracción), dichas actividades son: 1) los servicios de construcción; 2) el desarrollo de bienes inmuebles; 3) los servicios 
de intermediación en la transmisión de la propiedad; y 4) la constitución de derechos sobre dichos bienes inmuebles. Es 
condición indispensable para que puedan considerarse como actividades vulnerables, que dichas actividades se realicen 
de manera habitual o profesional y aunque no existe definición de tales conceptos en ningún ordenamiento legal en la 
materia, se entiende como habitual algo que se hace constantemente, por continuación o por hábito. Y como profesional 
aquellas actividades que se realizan habitualmente como una forma de vida, es decir en el ejercicio de una profesión. 
Si bien es cierto que dichos conceptos pueden ser muy generales y ambiguos, la intención de la ley es regular aquellas 
actividades principales o reiteradas que realizan un sujeto y no aquellas actividades ocasionales, accidentales o que se 
realizan por única ocasión. 

También es condición indispensable para que puedan considerarse Actividades Vulnerables, que, en la realización de 
estas, se involucren operaciones de compra o venta de los propios bienes y que dichas compras o ventas se realicen por 
cuenta o a favor de clientes de quienes presten dichos servicios. 

A efectos de profundizar y clarificar sobre dichas actividades vulnerables se analizan de manera particular:

a) Servicios de construcción 
Atendiendo a lo anteriormente señalado los servicios de construcción deberán ser considerados 
actividades vulnerables únicamente si se cumplen las condicionantes de que dicha actividad se realice 
de manera habitual o profesional y que en dicha actividad se involucre una operación de compra venta 
por cuenta o a favor del cliente del sujeto que presta el servicio de construcción. Sobre este mismo tema, 
vale la pena retomar lo dispuesto en los criterios generales emitidos por la UIF de la SHCP

¿Se entenderá por Actividad Vulnerable a la prestación de servicios de construcción, en los   que  no  se 
involucren operaciones  de compra  o  venta de  dichos  bienes inmuebles?

La prestación habitual o profesional de servicios de construcción  o desarrollo de bienes inmuebles, 
a que se refiere la fracción V del artículo 17 de  la  LFPIORPI, que  se  lleven  a  cabo sin involucrar 
operaciones de compra o venta del referido bien por parte de quien  prestó  los  mencionados servicios, 
no serán consideradas como Actividades  Vulnerables  en  términos del precepto antes citado.

¿Se entenderá como Actividad Vulnerable la venta de bienes inmuebles propios, cuando el   vendedor 
contrate los servicios de construcción  de un  tercero  para el  desarrollo  de éstos?

En términos del artículo 17, fracción V de la Ley, la Actividad Vulnerable es la prestación habitual o 
profesional de servicios de construcción o desarrollo de bienes inmuebles o  de intermediación en la 
transmisión de la propiedad o constitución de derechos sobre  dichos  bienes, en  los  que  se involucren  
operaciones  de  compra  o venta  de  los  propios  bienes  por cuenta  o  a  favor  de  clientes  de quienes 
presten dichos servicios.
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En  este  sentido,  la  venta  de  un  bien inmueble  propio,  en  la  que  se involucre  la  prestación  de  un  
servicio de  construcción  por  parte  de  un tercero,  sí  se  entenderá  como  la Actividad  vulnerable  de  
desarrollo,  ya que el  fin primordial de la contratación de  dichos  servicios  de  construcción por parte 
del vendedor, es la de que el bien  inmueble  de  que  se  trate  sea sujeto  a  un  acto  u  operación  de 
compra  o  venta,  a  favor  de  sus propios Clientes o Usuarios.

b) Desarrollo de Bienes Inmuebles
El desarrollo de bienes inmuebles ha estado considerado como una actividad vulnerable prácticamente 
desde la publicación y entrada en vigor de la LFPIORPI, sin embargo, también es cierto que ni la autoridad 
había publicado los mecanismos o reglas para el cumplimiento de las obligaciones de dicha actividad, 
ni los sujetos obligados habían puesto el interés en la misma. Fue hasta finales del año 2016, que 
mediante resolución publicada en el DOF el 16/12/2016 se expidieron los formatos oficiales de los avisos 
e informes que deben presentar quienes realicen dichas actividades vulnerables. Resulta interesante 
que en la exposición de motivos o considerados de dicha resolución nos aclara que efectivamente esta 
actividad se considera vulnerable, y que es una actividad diferente a la compra venta, transmisión de la 
propiedad de los inmuebles, o la constitución de derechos sobre bienes inmuebles como propiamente lo 
establece el propio articulo 17 fracción V. la redacción de la resolución de diciembre 2016 refiere: 

“CONSIDERANDO...Que  en  el  Anexo  “5”  de  la  Resolución  por  la  que  se  expiden  los  formatos  
oficiales  de  los  avisos  e  informes  que  deben presentar  quienes  realicen  actividades vulnerables,  
se  estableció  el  formato  oficial  por  medio  del  cual  quienes  realizan  las Actividades  Vulnerables  
previstas  en  el  artículo  17,  fracción  V  de  la  Ley  deben  presentar  los  Avisos  correspondientes;  sin 
embargo, dicho formato está enfocado a las operaciones de compraventa de inmuebles;

Que resulta necesario que la Unidad de Inteligencia Financiera expida el formato oficial que sea acorde 
a las circunstancias específicas del sector de desarrolladores de bienes inmuebles, que permita obtener 
elementos útiles para cumplir con el objeto dela  Ley,  atendiendo  no  solo  a  las  operaciones  de  
compraventa  de  inmuebles  que  están  involucrados,  sino  también  a  las transacciones que se 
presentan al llevar a cabo el desarrollo de bienes inmuebles, actividad que está prevista como vulnerable 
en términos del citado artículo 17, fracción V de la Ley, por lo que se ha tenido a bien expedir la siguiente 
resolución”

Mediante dicha resolución se expide entonces el Anexo 5-B que contiene propiamente los formatos 
mediante el cual se deben presentar los avisos e informes de la actividad Desarrollo de bienes inmuebles 
y en Anexo 5-A contiene los formatos relacionados con la actividad de servicios de construcción, 
intermediación y constitución de derechos sobre dichos inmuebles.

La propia resolución publicada en el DOF el 16/12/2016 contiene una definición de lo que se considera 
desarrollo de bienes inmuebles y refiere “Para efectos del Anexo “5-B”, se entenderá como desarrollo de 
bienes inmuebles aquellas obras consistentes en desarrollos inmobiliarios o fraccionamientos de lotes, 
en los que se involucren operaciones de compra o venta de bienes inmuebles.”

Cabe señalar, que derivado de la practica profesional se ha podido conocer que diversas empresas o 
grupos empresariales realizan esta actividad vulnerable y no tienen conocimiento de las obligaciones 
que deben cumplir e incluso confunden las obligaciones derivadas de las actividades de constitución de 
derechos (compra-venta) con las de Desarrollos inmobiliarios, por tanto están siendo omisos tanto en 
el alta o registro de dicha actividad, la identificación de las operaciones y la presentación de los avisos 
e informes, ubicándose de esta manera en una situación de riesgo de imposición de cuantiosas multas 
ante un eventual requerimiento o verificación por parte de la autoridad.
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c) Intermediación en la transmisión de la propiedad
Una de las actividades que la LFPIORPI en la fracción V del art. 17 contempla como Vulnerables es 
precisamente la prestación habitual o profesional de servicios de intermediación en la transmisión de 
la propiedad en los que se involucren operaciones de compra o venta de los propios bienes por cuenta 
o a favor de clientes de quienes presten dichos servicios. Y al igual que la actividad de Desarrollos 
inmobiliarios el sector empresarial no tiene conocimiento y no está cumpliendo con las obligaciones que 
la ley le impone.

A afectos de profundizar y clarificar los supuestos en los que la intermediación es considerada una 
actividad vulnerable, la UIF de la SHCP mediante criterios generales ha publicado: 

¿Se entenderá por Actividad Vulnerable a la prestación de servicios para las gestiones  de venta de 
inmuebles  que son propiedad de un  tercero aunque  el tercero propietario  es quien se  encarga 
directamente  de la  venta  de  los referidos  bienes inmuebles?

La prestación habitual o profesional de servicios intermediación  en  la transmisión  de  la  propiedad  o 
constitución  de  derechos  de  bienes inmuebles, en  los  que  se  involucren operaciones de compra o 
venta de los referidos  bienes,  sí  se  entenderá como  Actividad  vulnerable, en términos de lo señalado 
en la fracción V, del artículo 17 de la Ley.

Resulta claro que un caso típico de esta actividad son las realizadas por las agencias, bróker, corredores 
o promotores inmobiliarios quienes, sin ser propietarios de los inmuebles, realizan una labor de 
prospección, promoción y venta de dichos bienes, labor por la que cobran una determinada comisión ya 
sea al comprador o al vendedor de dicho bien inmueble. 

d) Constitución de derechos sobre bienes inmuebles
En la práctica profesional esta es la actividad vulnerable realizada por las empresas del sector inmobiliario 
que más a menudo observamos y por la cual los sujetos obligados están cumpliendo con las obligaciones 
correspondientes, típicamente la identificamos como la compra venta o transmisión de propiedad de 
bienes inmuebles que realizan las empresas del sector en favor de sus clientes, sin embargo resulta 
importante realizar un estudio más profundo para determinar con exactitud cuales son las operaciones 
que se encuadran y pueden considerarse una Actividad Vulnerable.

La disposición expresa el art. 17 de la LFPIORPI (en lo que respecta a la actividad que ahora nos ocupa) 
refiere: constitución de derechos sobre dichos bienes, en los que se involucren operaciones de compra o 
venta de  los  propios  bienes  por  cuenta  o  a  favor  de  clientes  de quienes presten dichos servicios. 
(Por supuesto se refiere a bienes inmuebles). Sin embargo si analizamos la primera parte de la oración o 
el supuesto principal constitución de derechos sobre dichos bienes tenemos que definir que se considera 
constituir un derecho sobre un bien inmueble, y en ese sentido la doctrina legal clasifica a los derechos 
principalmente en Derechos reales y Derechos personales, de igual manera el Código Civil Federal sin 
incluir una definición o clasificación expresa de Derecho real o Derecho personal, si define algunos tipos 
de derecho, tales como el usufructo, la prenda, la propiedad, etc. y refiere que son derechos reales. Por 
otro lado, el Código civil del Estado de Jalisco de manera expresa contiene las siguientes definiciones: 

Artículo 5º.  El derecho personal es el vínculo jurídico patrimonial entre dos personas.

Artículo 7º.  El derecho real es el poder jurídico que tiene su titular sobre un bien. Es preferente, 
perseguible y oponible frente a terceros. 
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Resulta entonces, que la posibilidad de constituir derechos sobre bienes inmuebles típicamente le 
correspondería al derecho de propiedad, sin embargo, no es el único, es decir existe la posibilidad de 
constituir un derecho por ejemplo de usufructo, o de hipoteca, de uso o goce sobre un bien inmueble. 

Para determinar si una operación es considerada vulnerable en términos de la fracción V de la LFPIORPI 
además de lo anterior, tendría además que cumplir con las siguientes condicionantes; que la actividad 
se realice de manera habitual o profesional en los términos anteriormente analizados; pero además que 
en dicha actividad se involucren operaciones de compra o venta de los  propios  bienes  por  cuenta  o  a  
favor  de  clientes  de quienes presten dichos servicios.

Excepciones
El artículo 27 Bis de las Reglas de carácter general en materia de la LFPIORPI, contiene una excepción al referir: En 
términos de lo previsto en el último párrafo del artículo 17 de la Ley, no serán objeto de Aviso las Actividades Vulnerables 
siguientes:

III.   La prestación habitual o profesional de servicios de construcción o desarrollo de bienes inmuebles a que se refiere la 
fracción V del artículo 17 de la Ley, en los casos de la primera venta de inmuebles, cuando: 

a)   Los recursos provengan, total o parcialmente, de  instituciones  de  banca  de  desarrollo  o  de Organismos públicos 
de vivienda, y 

b)   La totalidad del precio haya sido cubierta por conducto de Instituciones del Sistema Financiero.   Se entenderá como 
primera venta aquella que preceda a cualquier otra respecto del inmueble de que se trate.

Sobre dicho artículo es importante señalar que dicha excepción le es aplicable únicamente a los servicios de construcción y 
al desarrollo de bienes inmuebles, pero que no le es aplicable a la intermediación ni tampoco a la constitución de derechos 
sobre los bienes inmuebles, pero además considera que no serán objeto de aviso las actividades ahí referidas, pero sin 
lugar a dudas, no exceptúa o libera del resto de obligaciones contempladas en la LFPIORPI tales como la identificación de 
los clientes y/o usuarios, la integración del Expediente Único de Identificación, entre otras.

Actividades vulnerables relacionadas
Además de las actividades vulnerables contempladas en la fracción V, el Art. 17 de la LFPIORPI contempla otras actividades 
vulnerables relacionadas con el sector inmobiliario y que de manera general se enunciarán:

•	 Fracción XV La constitución de derechos personales de uso o  goce  de  bienes  inmuebles  por  un  valor  mensual 
superior al equivalente a un mil seiscientas cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en 
que se realice el pago o se cumpla la obligación. Tradicionalmente identificamos en esta fracción a las operaciones 
de arrendamiento de bienes inmuebles. De igual manera el Art 27 Bis fracción V de las reglas de carácter general 
contempla un punto de excepción al considerar “En términos de lo previsto en el último párrafo del artículo 17 de 
la Ley, no serán objeto de Aviso las Actividades Vulnerables siguientes: V. La prevista en la fracción XV del artículo 
17 de la Ley, cuando quien la realice y el Cliente o Usuario formen parte de un Grupo Empresarial y la totalidad de 
la contraprestación haya sido cubierta por conducto de Instituciones del Sistema Financiero o no exista un flujo de 
recursos.

•	 Fracción XI La prestación de servicios profesionales, de manera independiente, sin que medie relación laboral con el 
cliente respectivo, en aquellos casos en los que se prepare para un cliente o se lleven a cabo en nombre y representación 
del cliente cualquiera de las siguientes operaciones:	
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a) La compraventa de bienes inmuebles o la cesión de derechos sobre estos;
e)  La constitución, escisión, fusión, operación y administración de  personas  morales  o  vehículos corporativos, incluido 
el fideicomiso y la compra o venta de entidades mercantiles.

•	 Fracción XII. La prestación de servicios de fe pública, en los términos siguientes:
A. Tratándose de los notarios públicos: 
a)  La transmisión o constitución de derechos reales sobre inmuebles, salvo  las  garantías  que  se constituyan en favor de 
instituciones del sistema financiero u organismos públicos de vivienda. 
d) La constitución o modificación de fideicomisos traslativos de dominio o de garantía sobre inmuebles, salvo los que 
se constituyan para garantizar algún crédito a favor de  instituciones  del  sistema  financiero  u organismos públicos de 
vivienda. 

B. Tratándose de los corredores públicos: 
a) La realización de avalúos sobre bienes con valor igual o superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario 
mínimo vigente en el Distrito Federal;
c)  La constitución, modificación o cesión de derechos de fideicomiso, en  los  que  de  acuerdo  con  la legislación aplicable 
puedan actuar;

Conclusiones
Como se mencionó al inicio de este artículo, el sector inmobiliario representa una parte importante de la economía en 
México; también es verdad, que efectivamente el sector inmobiliario es una actividad donde existe el riesgo de emplearse 
una gran cantidad de recursos de procedencia ilícita, por tal razón, la LFPIORPI contempla una importante regulación sobre 
muchas de estas actividades. Desafortunadamente existe una gran cantidad de sujetos obligados que por desconocimiento 
no están cumpliendo con las obligaciones que la ley les impone. También es cierto que la legislación en la materia en 
muchos casos es imprecisa, ambigua y confusa e incluso los mecanismos para el cumplimiento de algunas obligaciones 
tales como la presentación de avisos e informes son deficientes, poco claros o inapropiados. 

En este sentido, resulta importante que los sujetos obligados analicen las operaciones realizadas para determinar si dichas 
operaciones se consideran Actividades Vulnerables en términos de ley y por ende cumplir de manera correcta y oportuna 
con las obligaciones, restricciones y prohibiciones que la legislación en la materia le impone.

El presente artículo constituye únicamente una opinion del autor y se basa en su propia comprensión de la ley, el reglamento, 
las reglas de carácter general, los criterios emitidos por la UIF y demás doctrina en la materia.
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Introducción

En los últimos años uno de los temas de mayor controversia en México ha sido el servicio de subcontratación (outsourcing), 
tanto en el entorno legal, laboral, seguridad social, vivienda y fiscal incluyendo lo referente en materia de Prevención de 
Lavado de Dinero (PLD).

Con la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita (LFPIORPI) e 
identificación de operaciones con recursos de procedencia ilícita, publicada en el DOF el 17 de octubre de 2012, fue que 
actividades denominadas en la misma “vulnerables” y contenidas en el artículo 17 del ordenamiento legal, tuvieron que 
iniciar a reportarse por los sujetos obligados.

Sin olvidar que la finalidad de la LFPIORPI es normar que quienes realicen las actividades vulnerables aporten información 
a la Unidad de Inteligencia financiera (UIF) para que esta autoridad investigue si los recursos que utiliza son de origen lícito. 
Por lo tanto, la UIF no es una unidad recaudadora del SAT, su razón de ser obedece entre otros objetivos, a analizar los 
recursos ilícitos y evitar el financiamiento al terrorismo, y dentro de sus atribuciones legales se encuentra precisamente, 
la interpretación de la LFPIORPI.

Implicaciones del criterio emitido por la UIF

El 21 de octubre de 2016, en ejercicio de sus atribuciones legales, la UIF del Servicio de Administración Tributaria (SAT), 
publicó la interpretación del precepto legal del artículo 17, fracción XI, inciso b) de la LFPIORPI, señalando que los servicios 
de subcontratación (outsourcing) encuadran en el mismo, por lo que se consideran actividad vulnerable. 

“A quienes prestan el servicio de subcontratación (Outsourcing) en términos del artículo 15-A de la Ley 
Federal del Trabajo, “se hace referencia al inciso b) de la fracción XI, art. 17 de LFPIORPI, conforme 
a la cual se entenderá como actividad vulnerable y, por tanto, objeto de identificación, la prestación de 
servicios profesionales, de manera independiente, sin que medie relación laboral con el cliente respectivo 
en aquellos casos en los que se prepare para un cliente o se lleven a cabo en nombre y representación 
del cliente, entre otras operaciones, la administración y manejo de recursos, valores o cualquier otro 
activo de sus clientes”

Por lo anterior, para la autoridad, las empresas que otorgan el servicio de subcontratación (outsourcing) pudieran operar 
bajo un esquema en que es posible manejar recursos con fines de evasión fiscal que generan recursos de procedencia 
ilícita y por consecuencia constituyen “lavado de dinero” y sujetas al régimen de PLD.
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Obligaciones en materia de prevención de lavado de dinero 
Quienes presten servicios de subcontratación se encuentran obligados a cumplir con la LFPIORPI, destacando el 
cumplimiento de lo siguiente:

1.	 Elaborar un manual de lineamientos de Prevención de Lavado de Dinero (PLD).
2.	 Nombrar a un representante encargado del cumplimiento ante la Secretaría de Hacienda, para fungir como enlace 

entre la entidad y la autoridad responsable.
3.	 Integrar los expedientes de identificación de clientes o usuarios del servicio, verificando su identidad basándose en 

credenciales o documentación oficial, así como recabar copia de la identificación.
4.	 Aplicar políticas de conocimiento de los clientes con un enfoque basado en el riesgo.
5.	 Llevar registros especiales.
6.	 Darse de alta ante el Servicio de Administración Tributaria (SAT) en el padrón para quienes realicen actividades 

vulnerables ingresando al portal en internet, enviando, bajo protesta de decir verdad, la información para su alta y 
registro en el portal: https://sppld.sat.gob.mx/pld/ interiores/sppld.html.

7.	 Presentar los avisos correspondientes ante la UIF por conducto del SAT, a más tardar el día 17 del mes inmediato 
siguiente, según corresponda a aquel en que se hubiera realizado la operación de le diera origen y que sea objeto del 
aviso.
Los avisos se deberán presentar por cada contrato celebrado con los clientes, considerando el monto pagado en el 
mes con cada uno de ellos.
Aviso de no operación (5): En caso de que no se hayan llevado a cabo actos u operaciones que sean objeto de 
aviso o que los mismos se ubiquen en los supuestos previstos en el artículo 27 Bis de las reglas durante el mes 
que corresponda, deberán remitir en el formato señalado en el artículo 24 de la LFPIORPI, un informe en el que 
solo se complementarán los campos relativos a la identificación de quien realice actividad vulnerable, el período que 
corresponda, así como el señalamiento de que en el período correspondiente, no se realizaron actos y operaciones 
objeto del aviso o que los mismos se ubican en los supuestos previstos en el artículo 27-Bis de las Reglas. 

8.	 Custodiar, proteger, resguardar y evitar la destrucción u ocultamiento de la información y documentación que sirva de 
soporte a la actividad vulnerable, así como la que identifique a clientes o usuarios. Lo anterior por un plazo de cinco 
años.

9.	 Atender las visitas de verificación y requerimientos de la autoridad.

Conclusiones
Las empresas que presten servicios de subcontratación (outsourcing) sin importar quién sea el patrón en un momento 
dado, están sujetas al régimen PLD y, en consecuencia, deben cumplir con la LFPIORPI, según el artículo 17, fracción XI, 
pues para la autoridad hay probabilidades de que a través de esos esquemas se manejen recursos con fines de evasión 
fiscal, y la intención es investigarlos y denunciarlos como “lavado de dinero” y les pueden imponer sanciones previstas en 
la LFPIORPI.  

Es importante considerar cumplir con la totalidad de las obligaciones establecidas en la LFPIORPI ya que existe 
incumplimiento si los obligados únicamente se dan de alta de la actividad vulnerable y envían los avisos y/o informes. Es 
importante recordar que esta ley sanciona por no hacer, por hacer mal, por presentar extemporáneamente, por hacerlo a 
requerimiento de la autoridad, entre otros, y por cada una de las mismas alcanza multas por montos relevantes.
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Con la creación del Sistema Nacional Anticorrupción y por consecuencia de los Sistemas Estatales, los servidores públicos 
que ejercen o deben ejercer la función de Control Internos en los entes públicos deben de estar conscientes de las 
siguientes disposiciones legales que se mencionan en el presente documento.

Por disposición de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco, los funcionarios públicos que terminaron la 
anterior administración pública cesaron sus funciones al no tener derecho de estabilidad laboral. Al ser nombrados un buen 
número de ellos en la nueva administración que no cubren los requisitos mencionados en este documento porque o no 
cuentan con el perfil académico requerido o no cuentan con los conocimientos y experiencia para desempeñar el puesto 
que les fue conferido.

En los Órganos Internos de Control se llevan a cabo funciones de auditoría y de derecho, que requieren por perfil académico, 
el título profesional para poder ejercer dichas funciones y presentar los informes o dictámenes correspondientes.

Lo cuestionable para ellos y para quien los designó, es la falsedad de cumplir y hacer cumplir la Constitución y las leyes 
que de ella emanen, estando vigentes estas disposiciones legales.

LEY PARA EL EJERCICIO DE LAS ACTIVIDADES PROFESIONALES DEL ESTADO DE JALISCO

Artículo 2°. Las autoridades estatales y municipales son coadyuvantes en la vigilancia y cumplimiento de la presente Ley 
y su Reglamento en sus respectivas esferas de competencia.  En caso de incumplimiento se estará a lo dispuesto por los 
ordenamientos legales a los que se encuentren sujetas dichas autoridades y la presente Ley.
Artículo 4°. Es objeto de la presente Ley establecer:
I.	 La regulación y supervisión del ejercicio de las actividades profesionales en el Estado;
II.	 Las profesiones que requieren título para su ejercicio, las condiciones que deben llenarse para obtenerlo, así como 
las autoridades que han de expedirlo;
III.	 Los requisitos para la expedición de las cédulas que autoriza el ejercicio de la actividad profesional; 
…………………..
X. La regulación de la certificación obligatoria de quienes ejerzan actividades profesionales, en los términos de esta Ley y 
su Reglamento, que comprenden las áreas del derecho, contaduría, las diversas ingenierías, arquitectura y las áreas de la 
salud en general; y las que la Comisión posteriormente considere de interés incorporar, con el propósito de garantizar una 
atención de calidad a los usuarios de sus servicios y así proteger sus intereses;

Artículo 7°.  Para efectos de esta Ley, se entiende por:
I.	 Actividad Profesional: el desempeño habitual de actos propios de una profesión en el ámbito público o privado de 
forma gratuita u onerosa. La ostentación del carácter de profesionista por medio de tarjetas, anuncios, placas, insignias o 
de cualquier otro medio escrito, gráfico o electrónico, constituye presunción de que se prestan los servicios propios de la 
profesión a que se refieren; 
II.	 Cédula: documento expedido por la Dirección de Profesiones, que autoriza el ejercicio de la actividad profesional y 
que da fe de la expedición legal de los documentos acreditativos de cada modalidad de cédula, incluido el título profesional 
respectivo y de la certificación de competencia profesional; con vigencia definitiva o temporal, ésta, renovable a partir de la 
evaluación satisfactoria de sus competencias profesionales y su actualización continua;
III.	 Certificado de competencias profesionales: documento expedido por el colegio de profesionistas o la Dirección, de 
acuerdo al dictamen emitido por el ente evaluador, que reconoce y avala las competencias profesionales de cada profesión 
o especialidad por un tiempo determinado, para brindar a la sociedad mayor garantía del ejercicio de las actividades 
profesionales; 
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Capítulo II

De las Profesiones que necesitan Título para su Ejercicio

Artículo 9°.  Todos los estudios profesionales y académicos ofertados en la currícula de las instituciones de educación a 
que hace referencia el artículo 79, requerirán del título profesional correspondiente en los términos previstos por el artículo 
81.

Artículo 10. La Dirección, escuchando la opinión de las instituciones de educación superior establecidas en la entidad 
y de los colegios de profesionistas, propondrá los proyectos de reglamentos que regirán los ámbitos de acción de cada 
profesión y las condiciones para su ejercicio.

LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS

Artículo 20. Para la selección de los integrantes de los Órganos internos de control se deberán observar, además de los 
requisitos establecidos para su nombramiento, un sistema que garantice la igualdad de oportunidades en el acceso a la 
función pública con base en el mérito y los mecanismos más adecuados y eficientes para su adecuada profesionalización, 
atrayendo a los mejores candidatos para ocupar los puestos a través de procedimientos transparentes, objetivos y 
equitativos. Los titulares de los Órganos internos de control de los Órganos constitucionales autónomos, así como de las 
unidades especializadas que los conformen, serán nombrados en términos de sus respectivas leyes.

Artículo 25. En la determinación de la responsabilidad de las personas morales a que se refiere la presente Ley, se 
valorará si cuentan con una política de integridad. Para los efectos de esta Ley, se considerará una política de integridad 
aquella que cuenta con, al menos, los siguientes elementos:

I. Un manual de organización y procedimientos que sea claro y completo, en el que se delimiten las funciones y 
responsabilidades de cada una de sus áreas, y que especifique claramente las distintas cadenas de mando y de 
liderazgo en toda la estructura;
II. Un código de conducta debidamente publicado y socializado entre todos los miembros de la organización, que 
cuente con sistemas y mecanismos de aplicación real;
III. Sistemas adecuados y eficaces de control, vigilancia y auditoría, que examinen de manera constante y 
periódica el cumplimiento de los estándares de integridad en toda la organización;
IV. Sistemas adecuados de denuncia, tanto al interior de la organización como hacia las autoridades competentes, 
así como procesos disciplinarios y consecuencias concretas respecto de quienes actúan de forma contraria a las 
normas internas o a la legislación mexicana;
V. Sistemas y procesos adecuados de entrenamiento y capacitación respecto de las medidas de integridad que 
contiene este artículo;
VI. Políticas de recursos humanos tendientes a evitar la incorporación de personas que puedan generar un riesgo 
a la integridad de la corporación. Estas políticas en ningún caso autorizarán la discriminación de persona alguna 
motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas, y
VII. Mecanismos que aseguren en todo momento la transparencia y publicidad de sus intereses.

Artículo 36. Las Secretarías y los Órganos internos de control, estarán facultadas para llevar a cabo investigaciones o 
auditorías para verificar la evolución del patrimonio de los Declarantes.

De las Faltas administrativas no graves de los Servidores Públicos
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Artículo 49. Incurrirá en Falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones incumplan o transgredan 
lo contenido en las obligaciones siguientes:

I. Cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, observando en su desempeño disciplina y respeto, 
tanto a los demás Servidores Públicos como a los particulares con los que llegare a tratar, en los términos que se establezcan 
en el código de ética a que se refiere el artículo 16 de esta Ley;

Artículo 16. Los Servidores Públicos deberán observar el código de ética que al efecto sea emitido por las 
Secretarías o los Órganos internos de control, conforme a los lineamientos que emita el Sistema Nacional 
Anticorrupción, para que en su actuación impere una conducta digna que responda a las necesidades de 
la sociedad y que oriente su desempeño.
El código de ética a que se refiere el párrafo anterior, deberá hacerse del conocimiento de los Servidores 
Públicos de la dependencia o entidad de que se trate, así como darle la máxima publicidad.

CÓDIGO DE ÉTICA Y CONDUCTA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL 
ESTADO DE JALISCO.

Artículo 6°. Son principios aplicables a los servidores públicos, los siguientes:

I. Competencia por mérito: Implica contratar a las personas que cuenten con los mejores conocimientos, aptitudes 
y habilidades para llevar a cabo de manera eficiente y eficaz un empleo, cargo o comisión en la Administración Pública 
del Estado;

Artículo 9°. Los servidores públicos tutelan el principio de competencia por mérito, cuando se ajustan a las siguientes 
reglas:

I. Están conscientes de tener los conocimientos, aptitudes y habilidades para el empleo, cargo o comisión para el 
que fueron contratados, los cuales les permita cumplir con sus funciones de una manera oportuna, eficiente y eficaz;

II. Desempeñan su cargo en función de las obligaciones que les confieren las normas aplicables a su empleo, cargo o 
comisión y las que les instruyan sus superiores jerárquicos, utilizando todos sus conocimientos y su capacidad física e 
intelectual para obtener los mejores resultados;

III. Desarrollan, complementan, perfeccionan o actualizan los conocimientos y habilidades necesarios para el 
eficiente desempeño de su empleo, cargo o comisión, con el apoyo de la entidad pública;

IV. Se capacitan para desempeñar mejor las funciones relativas a su empleo, cargo o comisión, con el apoyo de la entidad 
pública;

V. Evitar encomendar y/o llevar a cabo actividades para las que no cuentan con la competencia profesional 
necesaria, y de presentarse este caso, informan esta circunstancia a su superior en forma oportuna para cualquier efecto 
que resulte procedente; y

VI. Las demás que se determinen en cualquier otra disposición legal o administrativa.

CAPÍTULO II DE LOS CÓDIGOS DE ÉTICA

CUARTO. El Código de Ética constituirá un elemento de la política de integridad de los entes públicos, para el fortalecimiento 
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de un servicio público ético e íntegro. Será el instrumento que contendrá los principios y valores considerados como 
fundamentales para la definición del rol del servicio público y que buscará incidir en el comportamiento y desempeño de 
las personas servidoras públicas, para formar una ética e identidad profesional compartida y un sentido de orgullo de 
pertenencia al servicio público. 

El Código de Ética establecerá mecanismos de capacitación de las personas servidoras públicas en el razonamiento 
sobre los principios y valores que deberán prevalecer en la toma de decisiones y en el correcto ejercicio de la 
función pública en una situación dada. 

QUINTO. El Código de Ética que emitan las Secretarías y los Órganos Internos de Control deberá contener los principios 
constitucionales y legales que rigen al servicio público: 
……………………

H. Profesionalismo: Las personas servidoras públicas deberán conocer, actuar y cumplir con las 
funciones, atribuciones y comisiones encomendadas de conformidad con las leyes, reglamentos y demás 
disposiciones jurídicas atribuibles a su empleo, cargo o comisión, observando en todo momento disciplina, 
integridad y respeto, tanto a las demás personas servidoras públicas como a las y los particulares con 
los que llegare a tratar.

J. Transparencia: Las personas servidoras públicas en el ejercicio de sus funciones privilegian el principio 
de máxima publicidad de la información pública, atendiendo con diligencia los requerimientos de acceso 
y proporcionando la documentación que generan, obtienen, adquieren, transforman o conservan; y en el 
ámbito de su competencia, difunden de manera proactiva información gubernamental, como un elemento 
que genera valor a la sociedad y promueve un gobierno abierto, protegiendo los datos personales que 
estén bajo su custodia.

LEY ORGÁNICA DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE JALISCO

Contraloría del Estado

Artículo 48. 
1. La Contraloría del Estado es la dependencia que como órgano interno de control de la Administración Pública del Estado 
es responsable en ese ámbito  de ejecutar la auditoría de la Administración Pública del Estado y de aplicar el 
derecho disciplinario de los servidores públicos en los términos de la legislación aplicable. 

2. La Contraloría del Estado estará dotada de los recursos humanos, financieros y materiales que requiera para su efectiva 
operación, y contará con autonomía técnica y de gestión, en los términos que apruebe el presupuesto de egresos para el 
ejercicio fiscal correspondiente.

SISTEMA ANTICORRUPCIÓN DEL ESTADO DE JALISCO

El Comité Coordinador del Sistema Anticorrupción del Estado de Jalisco emitió a fines de la Administración pasada, una 
recomendación a todos los entes públicos del Estado, para que sus Órganos Internos de Control cuenten con las estructuras 
mínimas para cumplir con sus atribuciones y funciones, así como el perfil requerido para cumplir con las mismas. Esta 
recomendación a la fecha no se ha cumplido por la mayoría de los mismos.
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CONCLUSIÓN: ¿Es correcta la designación de funcionarios públicos en los Órganos Internos de Control responsables 
de ejecutar la investigación o  auditoría, substanciar presuntas responsabilidades y aplicar el derecho administrativo o la 
auditoría forense a personas que no sean Contadores Públicos o Lic. en Derecho?

¿Es correcto que ejerzan dicha actividad profesional personas que no cuenten con el título correspondiente a la especialidad?

Pero además, ¿que no hayan tenido capacitación en los temas relacionados con la Contabilidad Gubernamental, el Control 
Interno y sus normas técnicas?. 



Autor:
Lic. José Adán Romero Meza

El outsourcing, 
instrumento de beneficio 

empresarial, o 
instrumento de 

defraudación fiscal, 
laboral y penal…

Comisión de Seguridad Social e Impuestos Estatales
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ANTECEDENTES:

Como es de todos conocido, el término Outsourcing es el nombre genérico que se le da a la figura y como se le conoce 
mundialmente, también llamado eterización o tercerización.

Surge en Estados Unidos durante la II Guerra Mundial, cuando las empresas buscaban concentrar la mayor cantidad 
posible de actividades para no depender de ningún proveedor. Busca una especialidad, un servicio del que la empresa 
carece, como por ejemplo “servicios de mensajería, de limpieza, de mantenimiento, de alimentos”. Siempre y cuando esos 
no sean los servicios propios de la empresa.

En México se encuentra regulado en la Ley Federal del Trabajo desde el año 2012 y se le da el nombre de 
Subcontratación, encontrándose contemplada en sus artículos 15-A, 15-B, 15-C y 15-D, los que para mayor claridad 
en el concepto me permito transcribirlos a continuación:

Artículo 15-A. El trabajo en régimen de subcontratación es aquel por medio del cual un patrón 
denominado contratista ejecuta obras o presta servicios con sus trabajadores bajo su dependencia, 
a favor de un contratante, persona física o moral, la cual fija las tareas del contratista y lo supervisa en 
el desarrollo de los servicios o la ejecución de las obras contratadas.

Este tipo de trabajo, deberá cumplir con las siguientes condiciones:

a)  No podrá abarcar la totalidad de las actividades, iguales o similares en su totalidad, que se 
desarrollen en el centro de trabajo.

b) Deberá justificarse por su carácter especializado.

c) No podrá comprender tareas iguales o similares a las que realizan el resto de los trabajadores 
al servicio del contratante.

De no cumplirse con todas estas condiciones, el contratante se considerará patrón para todos los 
efectos de esta Ley, incluyendo las obligaciones en materia de seguridad social.

Artículo adicionado DOF 30-11-2012

Artículo 15-B. El contrato que se celebre entre la persona física o moral que solicita los servicios y un 
contratista, deberá constar por escrito.

La empresa contratante deberá cerciorarse al momento de celebrar el contrato a que se refiere el 
párrafo anterior, que la contratista cuenta con la documentación y los elementos propios suficientes para 
cumplir con las obligaciones que deriven de las relaciones con sus trabajadores.
Artículo adicionado DOF 30-11-2012

Artículo 15-C. La empresa contratante de los servicios deberá cerciorarse permanentemente que 
la empresa contratista, cumple con las disposiciones aplicables en materia de seguridad, salud y medio 
ambiente en el trabajo, respecto de los trabajadores de esta última.

Lo anterior, podrá ser cumplido a través de una unidad de verificación debidamente acreditada y aprobada 
en términos de las disposiciones legales aplicables.

Artículo adicionado DOF 30-11-2012
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Artículo 15-D. No se permitirá el régimen de subcontratación cuando se transfieran de manera 
deliberada trabajadores de la contratante a la subcontratista con el fin de disminuir derechos 
laborales; en este caso, se estará a lo dispuesto por el artículo 1004-C y siguientes de esta Ley.

Artículo adicionado DOF 30-11-2012

DESARROLLO DEL TEMA:

Como podrá observarse con meridiana claridad, “la subcontratación u Outsourcing” se generó “solo para actividades 
externas o ajenas a las del objeto social de las empresas, que las contratan”.

Sin embargo, esta figura se empezó a degenerar cuando las empresas buscaron utilizarla para evitar las obligaciones 
fiscales sobre la nómina y liberarse de toda responsabilidad laboral y de seguridad social, afectando el retiro del trabajador. 

En efecto, infortunadamente el Outsourcing o subcontratación ha estado siendo utilizado a través de empresas 
especialmente creadas para servir como fachada como administradoras de la nómina, haciéndose cargo de pagar a los 
empleados y trabajadores de las empresas, e incluso se ha encontrado con Sindicatos que hacen las mismas funciones 
de intermediación u Outsourcing, con el consabido perjuicio para los trabajadores a los que se les afecta tanto en sus 
relaciones laborales como en el retiro al haberse falseado datos de inscripción a la Seguridad Social.

Debe de considerarse además de lo anterior, qué con las recientes reformas a las Leyes de naturaleza Fiscal, donde la 
defraudación y/o evasión fiscal estará siendo cada vez más supervisada e incluso perseguida, se correrá el riesgo para 
los empresarios y/o patrones de incurrir en delitos de naturaleza fiscal y/o penal. De ahí que deberá de tenerse especial 
cuidado en “dejar de sugerir o permitir que nuestros clientes incurran en ese tipo de prácticas y figuras fraudulentas. Lo 
anterior por virtud de que no dejan de ser “actos jurídicos simulados”; y todo acto jurídico simulado constituye la figura del 
FRAUDE. Habida cuenta que, en el estado de Jalisco, el artículo 252 fracción VIII del Código Penal, en relación con el 250 
y 251 del mismo ordenamiento, establece:

252, las mismas penas señaladas en el artículo anterior se impondrán:

Fracción VIII.- Al que simulare un juicio, un contrato, un acto, o escrito judicial, con perjuicio de otro para obtener 
cualquier beneficio indebido. 

Por otra parte, el senador Napoleón Gómez Urrutia presentó una iniciativa contra el outsourcing que, según el sector 
privado, es un error que podría inhibir el empleo, la inversión y la competitividad, dejando daños ‘devastadores’ para la 
economía. En lo personal, el suscrito “no estoy de acuerdo con las opiniones del sector privado; sino por el contrario, estoy 
de acuerdo en que la figura de la subcontratación u outsourcing sea regulada adecuadamente”, para evitar principalmente 
la afectación al trabajador y después la evasión fiscal.

La iniciativa, que pretende reformar la Ley Federal del Trabajo y la Ley del Seguro Social, sostiene que ciertas actividades 
ilegales de subcontratación han impactado directamente a los derechos laborales de las personas trabajadoras, entre ellos 
la sindicación y la seguridad social, además de provocar una merma al fisco federal y al Instituto Mexicano del Seguro 
Social (IMSS).

Plantea como finalidad lograr la tutela efectiva de los derechos laborales de las personas cuando el empleador 
utilice engaños, tales como la simulación de contratos o la denominación diferente, para luego negar la existencia 
de una relación laboral y sustraerse de las obligaciones legales que emanan de ese tipo de vínculo.
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PRINCIPALES PROBLEMÁTICAS REFERIDAS:

Abusos fiscales y laborales en detrimento de los trabajadores y las finanzas públicas.
.
Ausencia de inspección laboral en la materia.
.
Uso de artificios legales para reducir los salarios y prestaciones de los trabajadores.

Precarización del empleo.

Práctica de elusión y evasión fiscal o de seguridad social.

Afectación importante en materia de previsión social.

Esquemas que ofrecen beneficios sin sustento y justificación a los contratantes y a los trabajadores.

Imposibilidad de un trabajador de tener una jubilación digna, dada su permanente entrada y salida al mercado de trabajo, 
así como cotización con un salario mínimo.

Afectación en materia de reparto de utilidades.

Empresas virtuales sin activos que venden estrategias sin cuidado ni respeto por los trabajadores.

Relaciones simuladas de trabajo; por ejemplo, la existencia de falsos independientes.

Empresas fantasmas.

Empresas que desaparecen a los pocos meses de haber sido creadas.

La iniciativa identifica entre los principales distintivos del outsourcing ilegal que se migren empleados de centros 
de trabajo a entes creados ex profeso para recibirlos como suyos y encargarse del manejo de nóminas. Las 
actividades laborales preponderantes para el giro de la empresa siguen siendo las mismas, pero mediante la simulación 
los trabajadores dejan de ser parte de ésta y de su nómina, lo que elimina su derecho a percibir la participación de las 
utilidades que contribuyeron a generar. En muchos casos, señala el texto, se les priva de seguridad social y de la posibilidad 
de acceder a una vivienda digna.

El documento acota que la subcontratación lícita se da cuando una empresa es subcontratada para proveer de 
trabajadores especializados en actividades que el contratante no lleva a cabo en tanto se trata de actividades 
necesarias, pero no las esenciales de su giro.

La propuesta señala que los actos simulados puedan ser investigados, juzgados y sentenciados con base en las 
disposiciones vigentes, tanto antes como después de que se apruebe, en definitiva. De esta manera, quienes hayan 
intervenido en conductas de outsourcing ilegal podrían ser objeto de la aplicación de las normas penales vigentes 
o aquellas, que, en su caso, sean aprobadas una vez agotado el proceso legislativo.

La iniciativa propone cubrir voluntariamente el reparto de utilidades para los contratantes que hayan omitido dicho pago 
durante el periodo de subcontratación ilegal, con lo que no serían judicializables penalmente esas conductas. Además, 
señala, para obtener ese beneficio, aquellos que decida acogerse a éste, deberán proporcionar información sobre los 
líderes de los “grupos delictivos” de outsourcing simulado.
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PRINCIPALES PUNTOS A REGULAR:

La obligación para el contratante que hubiere sido omiso en el pago del reparto o participación de las utilidades, a propósito 
de haber participado en la ejecución de una subcontratación simulada.

Se busca eliminar el hecho de impedir que las personas trabajadoras se beneficien o participen de las utilidades.

Establece un modelo de responsabilidad solidaria compartida para garantizar el pago de las contribuciones en 
materia de seguridad social para los trabajadores.

Señala la obligación de suscribir un contrato donde se especifiquen de manera clara y precisa los términos de la 
subcontratación, a fin de conocer su contenido y sus alcances de forma detallada.

Prevé que la STPS deberá crear el Registro Nacional de Empresas de Subcontratación, con el que se podrá advertir qué 
empresas dedicadas a este giro, una vez que aprueben lo establecido por el sistema de gestión, están en posibilidad de 
celebrar contratos.

Expone que la subcontratación únicamente podrá realizarse respecto de actividades laborales en las que las 
personas trabajadoras, que el contratista provee, exijan de una especialización que resulte ajena o accesoria a la 
actividad o vocación preponderante o principal de aquella que realice el contratante o beneficiario.

Fuente: Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo y 
de la Ley del Seguro Social, en materia de subcontratación

CONCLUSIONES:

Definitivamente, desde mi punto de vista jurídico, “la subcontratación u Outsourcing” en un gran instrumento DE BENEFICIO 
EMPRESARIAL si es utilizado adecuadamente “para lo que fue creado”. Es decir, para contratar los servicios “conexos 
de la empresa”; y no ser utilizado para defraudar fiscal, y/o laboralmente, tanto a las autoridades como a los propios 
trabajadores, como ha venido siendo utilizado indiscriminadamente. 

De ahí, que deberemos de prevenir a nuestros clientes tanto de los beneficios de utilizarlo conforme a derecho corresponde; 
como de los daños y sobre todo de los perjuicios que pudieran sufrir de seguir empleándolo para “encubrir actos jurídicos 
simulados”.

Muchas gracias.



Comisión de Seguridad Social e Impuestos Estatales
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Servicios de Outsourcing
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INTRODUCCIÓN.
La dinámica económica y operativa de las empresas demanda servicios especializados que ayuden a lograr una mayor 
productividad en su operación. México es un país muy atractivo para inversionistas extranjeros, al abrir sus fronteras de 
una forma significativa desde 1992 con la firma del Tratado de Libre Comercio en el periodo presidencial de Carlos Salinas 
de Gortari, de ahí a la fecha México ha firmado múltiples tratados comerciales, México también es atractivo por ser vecino 
de Estados Unidos de América una de las economías más importantes del mundo y a la cual muchos países quisieran 
tener acceso,  los países que no logran comercializar directamente con Estados Unidos de América miran a México como 
una puerta importante, así mismo nuestro país es atractivo por el bajo costo de la mano de obra, situación que actualmente 
ha cuestionado Estados Unidos de América y ha solicitado un ajuste en las remuneraciones de las empresas que quieran 
invocar el TMEC (Tratado México, Estados Unidos de América y Canadá). Por otra parte en México algunos contribuyentes 
han aprovechado algunas deficiencias legales sobre todo en materia de Seguridad Social por lo que han proliferado 
sustancialmente los servicios de prestación de personal, lamentablemente no en todos los casos cumplen adecuadamente 
con sus responsabilidades.                   

Outsourcing. La palabra como tal, es un anglicismo que se compone con las voces Out qué significa “fuera” y source 
que se traduce “fuente” u “origen” es decir fuente externa. Outsourcing lo podemos entender ya traducido al español 
como “subcontratación”  “externalización” o “tercerización”.

En México aparentemente es sencillo realizar el proceso de reclutar y seleccionar personal idóneo para cubrir las necesidades 
de un cliente. Sin embargo, existen trabajos  sumergidos en la economía informal, el trabajo a domicilio, el trabajo a tiempo 
parcial, temporal, el autónomo y el teletrabajo, todas éstas, modalidades atípicas del trabajo, requieren regulaciones legales 
actuales acorde a la misma medida del propio problema y no soluciones globales con fines exclusivamente recaudatorios. 
La prestación de servicios de personal solicitado por una empresa contratante infiere realizar una serie de estudios de 
índole legal, laboral y fiscal, no menos importante es revisar la parte operativa, en este proceso, debe cuidarse en todo 
momento cumplir con los requerimientos exigidos por las diversas leyes, el cumplimiento integral de obligaciones otorgará 
la tranquilidad y la seguridad jurídica, fiscal y laboral, por consecuencia también el cuidado patrimonial de las empresas 
inmiscuidas en la prestación de servicios.

ANTECEDENTES.
El derecho mexicano regula la prestación de servicios profesionales, como un contrato de naturaleza civil, en dicho contrato 
las partes fijarán de común acuerdo los alcances del contrato así como la contraprestación económica. De las normas 
relativas al contrato de prestación de servicios profesionales se desprende con toda claridad, que la prestación del servicio 
profesional solamente podrá realizarse por quien tenga un título profesional reconocido por la ley, que esté debidamente 
registrado y se obtenga de la Dirección General de Profesiones la patente de ejercicio. Por lo tanto; Solamente aquellos 
profesionales facultados podrán celebrar un contrato de esta naturaleza y la materia sobre la que verse deberá estar 
necesariamente relacionado con aquélla para la que ha sido autorizado.

En México muchos patrones han acostumbrado evadir las cargas laborales contenidas en la Ley Federal del Trabajo 
(LFT), La Ley del Seguro Social (LSS) y Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 
(LINFONAVIT), mediante la utilización de diversos instrumentos contractuales civiles o mercantiles, como son los 
contratos de comisión mercantil, o la creación de las empresas de mano de obra conocidas como outsourcing, cuya 
característica es la subrogación de servicios o bien, a través de contratos de prestación de servicios profesionales, los 
servicios contratados por el manejo de pensiones, en lugar de la celebración de los contratos individuales de trabajo. 

El propio Estado ha aprovechado que el Artículo 8o. de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado 
excluye de la aplicación de dicha ley a quienes presten sus servicios mediante contrato civil o que estén sujetos al pago 
de honorarios. Por ello celebran contratos civiles de honorarios profesionales, sin importar si quien lo presta es técnico 
o profesional; Pasando por alto si se ha configurado la subordinacion; Por lo tanto el uso del contrato de prestacion de 
servicios correspondería a la naturaleza laboral y no a la materia civil. 
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En los casos anteriores el patrón se estaría ahorrando el pago de diversas prestaciones laborales, tales como la seguridad 
social, el fondo nacional de la vivienda, el fondo de retiro, por señalar algunos.

Es importante mencionar el Artículo 21 LFT. “Presume la existencia del contrato y de la relación de trabajo entre el 
que presta un trabajo personal y el que lo recibe”. 

El Artículo 8 de la misma Ley, determina que el trabajador es la persona física que presta a otra persona, física o moral, 
un trabajo personal subordinado. La propia ley puntualiza que trabajo es toda actividad humana, intelectual o material, 
independientemente del grado de preparación técnica requerido por cada profesión u oficio. 

Al patrón lo define como la persona física o moral que utiliza los servicios de uno o varios trabajadores (Artículo 10 LFT). 

Por relación de trabajo, según el Artículo 20 LFT. Se entiende “la prestación de un trabajo personal subordinado a una 
persona, mediante el pago de un salario, independientemente del acto que le dé origen”

Es fundamental hacer hincapié en que la propia Ley Federal del Trabajo previene que será trabajo la relación descrita, 
independientemente del acto que le dé origen. A mayor abundamiento, el mismo Artículo 20 en su segundo párrafo, 
define al contrato individual de trabajo, como “aquel por virtud del cual una persona se obliga a prestar a otra un trabajo 
personal subordinado, mediante el pago de un salario, cualquiera que sea su forma o denominación”.

OUTSOURCING, INTERMEDIACION O SERVICIOS INDEPENDIENTES.
Entrando en materia, ejemplificaremos algunas de las formas que actualmente se configura la prestación de 
servicios.

1.	 El Contratista (Proveedor) selecciona y recluta personal con las características deseadas a solicitud del 
Contratante (Cliente) para que el personal sea contratado directamente por el Contratante (Cliente).

2.	 El Contratista Persona Moral (Proveedor) contrata personal y absorbe la carga social y fiscal del personal a su 
cargo para prestar servicios independientes (Servicios Juridicos, Fiscales y Contables)  a el Contratante Persona 
Moral (Cliente) los servicios se prestan en el domicilio del Contratante Persona Moral (Cliente).

3.	 El Contratista Persona Moral (Proveedor) contrata personal y absorbe la carga social y fiscal del personal 
a su cargo para prestar servicios independientes (Servicios Juridicos, Fiscales y Contables)  a el Contratante 
Persona Moral (Cliente) los servicios se prestan en el domicilio del Contratista Persona Moral (Proveedor).

4.	 El Contratista Persona Moral (Proveedor) selecciona y recluta personal con la características deseadas a  
solicitud del Contratante Persona Moral (Cliente) por lo tanto contrata personal y absorbe la carga social y fiscal 
del personal a su cargo todo ello a solicitud del Contratante Persona Moral (Cliente) para que el personal preste 
sus servicios en el domicilio del Contratante Persona Moral (Cliente) y se beneficie directamente el contratante 
del trabajo de ellos, no se realiza supervision del trabajo.

5.	 El Contratista Persona Moral (Proveedor) selecciona y recluta personal con la características deseadas a 
solicitud del Contratante Persona Moral (Cliente) por lo tanto contrata personal y absorbe la carga social y fiscal 
del personal a su cargo todo ello a solicitud del Contratante Persona Moral (Cliente) para que el personal preste 
sus servicios en el domicilio del Contratante Persona Moral (Cliente) y se beneficie directamente el contratante 
del trabajo de ellos, no se realiza supervision del trabajo, en este supuesto contractualmente acuerdan Contratista 
Persona Moral (Proveedor) y Contratante Persona Moral (Cliente) ser obligados solidarios por la obligaciones 
fiscales y laborales.

6.	 El Contratista Persona Moral (Proveedor) selecciona y recluta personal con la caracteristicas deseadas a  
solicitud del Contratante Persona Moral (Cliente) por lo tanto contrata personal y absorbe la carga social y fiscal 
del personal a su cargo todo ello a solicitud del Contratante Persona Moral (Cliente) para que el personal preste 
sus servicios en el domicilio del Contratante Persona Moral (Cliente) Los trabajos realizados son supervisados 
por personal del Contratista Persona Moral (Proveedor).
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En el caso 1 Nos aplicaria el  Artículo 12 LFT. “Intermediario es la persona que contrata o interviene en la contratación 
de otra u otras para que presten servicios a un patrón.”

En el caso 2 y 3 Sería aplicable el contrato de servicios independientes Artículo 2606 del Código Civil Federal El 
que presta y el que recibe los servicios profesionales; pueden fijar, de común acuerdo, retribución debida por ellos. 
Cuando se trate de profesionistas que estuvieren sindicalizados, se observarán las disposiciones relativas establecidas en 
el respectivo contrato colectivo de trabajo

En los casos 4 y 5 Debemos de aplicar los Artículo 12, 13, 14 y 15 LFT. 

Artículo 13.No serán considerados intermediarios, sino patrones, las empresas establecidas que contraten trabajos 
para ejecutarlos con elementos propios suficientes para cumplir las obligaciones que deriven de las relaciones con sus 
trabajadores. En caso contrario serán solidariamente responsables con los beneficiarios directos de las obras o servicios, 
por las obligaciones contraídas con los trabajadores.

Artículo 14. LFT. Las personas que utilicen intermediarios para la contratación de trabajadores serán responsables de 
las obligaciones que deriven de esta Ley y de los servicios prestados.

Los trabajadores tendrán los derechos siguientes:

I.  Prestarán sus servicios en las mismas condiciones de trabajo y tendrán los mismos derechos que correspondan 
a los trabajadores que ejecuten trabajos similares en la empresa o establecimiento; y
II.  Los intermediarios no podrán recibir ninguna retribución o comisión con cargo a los salarios de los trabajadores.

Artículo 15. LFT. En las empresas que ejecuten obras o servicios en forma exclusiva o principal para otra, y que no 
dispongan de elementos propios suficientes de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 13, se observarán las normas 
siguientes:

I.  La empresa beneficiaria será solidariamente responsable de las obligaciones contraídas con los trabajadores; y
II.  Los trabajadores empleados en la ejecución de las obras o servicios tendrán derecho a disfrutar de condiciones 
de trabajo proporcionadas a las que disfruten los trabajadores que ejecuten trabajos similares en la empresa 
beneficiaria. Para determinar la proporción, se tomarán en consideración las diferencias que existan en los salarios 
mínimos que rijan en el área geográfica de aplicación en que se encuentren instaladas las empresas y las demás 
circunstancias que puedan influir en las condiciones de trabajo.

En el caso 6 aplicaría el Artículo 15-A LFT. El trabajo en régimen de subcontratación es aquel por medio del cual un 
patrón denominado contratista ejecuta obras o presta servicios con sus trabajadores bajo su dependencia, a favor de un 
contratante, persona física o moral, la cual fija las tareas del contratista y lo supervisa en el desarrollo de los servicios o la 
ejecución de las obras contratadas.

Este tipo de trabajo, deberá cumplir con las siguientes condiciones:
a)  No podrá abarcar la totalidad de las actividades, iguales o similares en su totalidad, que se desarrollen en el 
centro de trabajo.
b)  Deberá justificarse por su carácter especializado.
c) No podrá comprender tareas iguales o similares a las que realizan el resto de los trabajadores al servicio del 
contratante.
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De no cumplirse con todas estas condiciones, el contratante se considerará patrón para todos los efectos de esta 
Ley, incluyendo las obligaciones en materia de seguridad social.

Por otra parte no habría que descuidar los Artículos 15-B y 15-C LFT. En la prestación de servicios de personal.

15-B. El contrato que se celebre entre la persona física o moral que solicita los servicios y un contratista, deberá constar 
por escrito.

La empresa contratante deberá cerciorarse al momento de celebrar el contrato a que se refiere el párrafo anterior, que la 
contratista cuenta con la documentación y los elementos propios suficientes para cumplir con las obligaciones que deriven 
de las relaciones con sus trabajadores.

Artículo 15-C. La empresa contratante de los servicios deberá cerciorarse permanentemente que la empresa contratista, 
cumple con las disposiciones aplicables en materia de seguridad, salud y medio ambiente en el trabajo, respecto de los 
trabajadores de esta última.

Lo anterior, podrá ser cumplido a través de una unidad de verificación debidamente acreditada y aprobada en términos de 
las disposiciones legales aplicables.

OTRAS OBLIGACIONES.
Artículos 15-A Ley del Seguro Social. Los contratantes deberán comunicar trimestral ante la subdelegación del IMSS 
correspondiente al domicilio del patrón o sujeto obligado y del beneficiario respectivamente, dentro de los primeros quince 
días hábiles de los meses de enero, abril, julio y octubre, en relación con los contratos celebrados en el trimestre de que 
se trate la información siguiente: ……………………………………………….………………………………………………………

Artículo 17 Fracción XV inciso b) Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita. Aprovechar o manejar valores de clientes y recursos que sean activos 

Artículo 46 Ley de Hacienda del Estado de Jalisco. Son obligaciones de los contribuyentes de este impuesto y en su 
caso de los retenedores, además de las establecidas en la presente Ley o en cualquier otra disposición legal, las siguientes:

V. Las personas físicas o jurídicas que reciban la prestación de servicios de personal por parte de un tercero, no obstante 
que no paguen la nómina correspondiente de este personal, deberán retener el impuesto causado por el prestador de 
servicios de personal y enterarlo en el mismo plazo establecido para los sujetos de este impuesto. La misma obligación 
aplica a las personas físicas y jurídicas, que reciban la prestación de los citados servicios de personal por parte de un 
tercero, para la construcción de inmuebles ubicados en el territorio del Estado de Jalisco, sin importar que el receptor del 
servicio de referencia no se encuentre domiciliado en el Estado para fines fiscales.

CAUSA DE DEFRAUDACION FISCAL CON CONSECUENCIA PENAL Y PATRIMONIAL
Por lo que se refiere al Artículo 15-D de la LFT. No se permitirá el régimen de subcontratación cuando se transfieran 
de manera deliberada trabajadores de la contratante a la subcontratista con el fin de disminuir derechos laborales; en este 
caso, se estará a lo dispuesto por el artículo 1004-C y siguientes de esta Ley.

Hay que tener mucho cuidado porque aquí se ejemplifica como se llevaría a cabo un acto de simulación parcial, 
mismo que pudiera configurar un acto de defraudación fiscal y posiblemente del tipo penal al disminuir los 
derechos laborales a los trabajadores y en consecuencia pretender disminuir las cargas sociales (Disminución de 
la Contribuciones denominadas aportaciones de Seguridad Social, Articulo 2 del Código Fiscal de la Federación) 
Esto lo podemos complementar con la lectura de los artículos 57 de la Ley del INFONAVIT.
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“Comete delito equiparable al de defraudación fiscal en los términos del Código Fiscal de la Federación, y será sancionados 
con las penas señaladas para dicho ilícito, quien haga uso de engaño, aproveche error, simule algún acto jurídico u oculte 
datos, para omitir total o parcialmente el pago de las aportaciones o el entero de los descuentos realizados”. 

Y del artículo  108 del Código Fiscal de la Federación en su primer párrafo. 

“Comete el delito de defraudación fiscal quien con el uso de engaños o aprovechamiento de errores, omita total o 
parcialmente el pago de alguna contribución u obtenga un beneficio indebido con perjuicio del Fisco Federal”
 
En este reglón no hay que olvidar uno de los puntos sustanciales de la reforma FISCAL PENAL 2020.
Los términos DELINCUENCIA ORGANIZADA1, PRISION PREVENTIVA2 Y EXTINCION DE DOMINIO3, estos términos van 
en orden después que se configure el termino DEFRAUDACION FISCAL, si hay defraudación fiscal y el monto del crédito 
supera la $7`804,230

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO
Para efectos de la Ley del Impuesto al Valor Agregado debemos de observar algunas precisiones en materia de 
subcontratación de personal.

1 LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA.
Artículo 2o.- Cuando tres o más personas se organicen de hecho para realizar, en forma permanente o reiterada, conductas que por sí o unidas 
a otras, tienen como fin o resultado cometer alguno o algunos de los delitos siguientes, serán sancionadas por ese solo hecho, como miembros de 
la delincuencia organizada.
VIII BIS Defraudación fiscal, previsto en el artículo 108, y los supuestos de defraudación fiscal equiparada, previstos en los artículos 109, fracciones 
I y IV, ambos del Código Fiscal de la Federación, exclusivamente cuando el monto de lo defraudado supere 3 veces lo dispuesto en la fracción III del 
artículo 108 del Código Fiscal de la Federación;  $7`804,230
Fracción adicionada DOF 08-11-2019 
VIII TER Las conductas previstas en el artículo 113 Bis del Código Fiscal de la Federación, exclusivamente cuando las cifras, cantidad o valor de 
los comprobantes fiscales que amparan operaciones inexistentes, falsas o actos jurídicos simulados, superen 3 veces lo establecido en la fracción III del 
artículo 108 del Código Fiscal de la Federación $7`804,230
Fracción adicionada DOF 08-11-2019 

2 CODIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES:
Artículo 167.- El Ministerio Público sólo podrá́ solicitar al Juez de control la prisión preventiva o el resguardo domiciliario cuando otras medidas 
cautelares no sean suficientes para garantizar la comparecencia del imputado en el juicio (...) 
Se consideran delitos que ameriten prisión preventiva oficiosa los previstos en el Código Fiscal Federal, de la siguiente manera:
I. Contrabando y su equiparable, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 102 y 105, fracciones I y IV, cuando estén a las sanciones previstas 
en las fracciones II o III, párrafo segundo del artículo 104, exclusivamente cuando sean calificados: 
II.- Defraudación fiscal y su equiparable, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 108 y 109, fracciones i, II, III, IV y VIII del Código Fiscal de 
la Federación cuando el monto de lo defraudado se ubique en los rangos a que se refiere la fracción III del artículo 108, exclusivamente cuando sean 
calificados.
III. La expedición, venta, enajenación, compra o adquisición de comprobantes fiscales que amparen operaciones inexistentes, falsas o actos 
jurídicos simulados, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 113 Bis del Código Fiscal de la Federación, exclusivamente cuando las 
cifras, cantidad o valor de los comprobantes fiscales, superen 3 veces lo establecido en la fracción III del artículo 108 del CFF.

Artículo 256. Iniciada la investigación y previo análisis objetivo de los datos que consten en la misma, conforme a las disposiciones normativas de cada 
Procuraduría, el Ministerio Público, podrá́ abstenerse de ejercer la acción penal con base en la aplicación de criterios de oportunidad, siempre que, en su 
caso, se hayan reparado o garantizado los daños causados a la víctima u ofendido.
(…)
No podrá aplicarse el criterio de oportunidad en los casos de delitos contra el libre desarrollo de la personalidad, de violencia familiar, ni en los casos 
de delitos fiscales o aquellos que afecten gravemente el interés público. Para el caso de delitos fiscales y financieros, previa autorización de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a través de la Procuraduría Fiscal de la Federación, únicamente podrá́ ser aplicado el supuesto de la fracción 
V, en el caso de que el imputado aporte información fidedigna que coadyuve para la investigación y persecución del beneficiario final del mismo delito, 
tomando en consideración que será́ este último quien estará́ obligado a reparar el daño

3 LEY DE EXTINCIÓN DE DOMINIO.
La nueva ley deroga a la existente, y tiene como objetivo primordial, darle más fuerza jurídica al Ministerio Público Federal, con la finalidad de que éste 
pueda CONFISCAR de forma directa con eficacia, las finanzas y bienes de quien cometa ciertos delitos en particular (11 tipos penales), entre los cuales 
se encuentran los relacionados con: 
•	 (i) Delincuencia Organizada y 
•	 (ii) Recursos de Procedencia Ilícita. 
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Artículo 1o.-A.- Están obligados a efectuar la retención del impuesto que se les traslade, los contribuyentes que se ubiquen 
en alguno de los siguientes supuestos:

IV. Sean personas morales o personas físicas con actividades empresariales, que reciban servicios a través de los cuales 
se pongan a disposición del contratante o de una parte relacionada de éste, personal que desempeñe sus funciones en 
las instalaciones del contratante o de una parte relacionada de éste, o incluso fuera de éstas, estén o no bajo la dirección, 
supervisión, coordinación o dependencia del contratante, independientemente de la denominación que se le dé a la 
obligación contractual. En este caso la retención se hará por el 6% del valor de la contraprestación efectivamente pagada.

El 31 de enero, el Servicio de Administración Tributaria (SAT) publicó un nuevo criterio normativo sobre la retención de 6% 
del impuesto al valor agregado (IVA) por OUTSOURCING o servicios prestados y  las respuestas a cinco preguntas 
frecuentes relacionadas con la retención de 6% del IVA.

46/IVA/N Retención del 6% al impuesto al valor agregado a que se refiere la fracción IV del artículo 1o-A de la Ley 
del IVA 
El artículo 1o-A, fracción IV de la Ley del IVA señala que están obligadas a retener el impuesto que se les traslade, 
aquellas personas morales o personas físicas con actividades empresariales que reciban servicios a través de los cuales 
se pongan a disposición del contratante o de una parte relacionada de éste, personal que desempeñe sus funciones 
en las instalaciones del contratante o de una parte relacionada de éste, o incluso fuera de éstas, estén o no bajo la 
dirección, supervisión, coordinación o dependencia del contratante, independientemente de la denominación que se le dé 
a la obligación contractual y dicha disposición específica que la retención se hará por el 6% del valor de la contraprestación 
efectivamente pagada. 

Por su parte, el artículo 5 del CFF menciona que las disposiciones fiscales que establezcan cargas a los particulares y 
las que señalan excepciones a las mismas, así como las que fijan las infracciones y sanciones, son de aplicación estricta. 
Sobre el particular, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que tratándose de normas de aplicación estricta 
es válido, para fines de su interpretación, acudir a diversos métodos, entre los que se encuentra el teleológico o exegético. 

En este sentido, aun y cuando en el proceso legislativo que dio origen a la reforma al artículo 1o-A, fracción IV de la Ley 
del IVA inicialmente se hacía mención a la retención del impuesto respecto de los servicios de subcontratación 
laboral a que se refiere la Ley Federal del Trabajo, durante la dictaminación efectuada por la Comisión de Hacienda y 
Crédito Público de la Cámara de Diputados se eliminó tal referencia y el precepto fue aprobado en esos términos, por lo 
que, para efectos fiscales, debe tenerse que, los servicios objeto de retención son los que se describen en el citado 
precepto, es decir, todos aquellos en los que se pone a disposición del contratante o de una parte relacionada de 
éste, personal que, esté o no bajo su dirección, supervisión, coordinación o dependencia, e independientemente 
de la denominación que se le dé a la obligación contractual. 

Por lo anterior, cuando una persona moral del Título II o del Título III de la LISR o una persona física con actividad 
empresarial, en su calidad de contratante, reciba servicios en los que se ponga personal a su disposición, se entiende que 
habrá retención cuando las funciones de dicho personal sean aprovechados de manera directa por el contratante 
o por una parte relacionada de éste. Por el contrario, no habrá retención si los servicios prestados corresponden a un 
servicio en el que el personal del contratista desempeña funciones que son aprovechadas directamente por el propio 
contratista.

Preguntas y Respuestas Publicadas por el Servicio de Administración Tributaria.

Servicios de limpieza
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1.- Si mi empresa se dedica a la venta de alimentos y celebró un contrato de servicios de limpieza con una parte 
relacionada o un tercero independiente. ¿Debo retener el 6% del IVA por dichos servicios en términos del artículo 
1-A, fracción IV, de la Ley del IVA?
Respuesta: Sí, debe realizarse la retención ya que implica la puesta a disposición de personal que es aprovechado 
directamente por la empresa contratante. Con independencia de que el contratista sea parte relacionada o no.

Servicios de mantenimiento de equipos
2.- Si con motivo de mis actividades empresariales como persona física, requiero el mantenimiento preventivo de 
mis equipos de cómputo y para ello celebro un contrato de servicios con una persona moral donde se pone a mi 
disposición el personal para realizar dicho mantenimiento. ¿Debo retener el 6% del IVA por dichos servicios?
Respuesta: Sí, debe realizarse la retención ya que implica la puesta a disposición de personal cuyos servicios son 
aprovechados directamente por la contratante. Con independencia de la denominación que se le dé a la obligación 
contractual. Esto se debe a que dicha contratante es la beneficiaria directa del mantenimiento preventivo del equipo de 
cómputo.
Servicios de transporte de personal

Servicios de transporte de personal
3.- Si mi empresa requiere los servicios de transporte de personal y para ello celebró un contrato de servicios con 
una empresa que se dedica a ello. ¿Debo retener el 6% del IVA por dichos servicios?
Respuesta: Sí, debe realizarse la retención ya que implica la puesta a disposición de personal cuyos servicios son 
aprovechados directamente por la contratante fuera de sus instalaciones. Con independencia de la denominación que se 
le dé a la obligación contractual.
Servicios de un despacho contable o legal

Servicios contables y legales
4.- Si con motivo de mis actividades empresariales, requiero los servicios de un despacho contable o legal y para 
ello celebro un contrato de servicios para obtener una opinión contable o legal de mi empresa con una persona 
moral que implica que su personal realice funciones en mis instalaciones. ¿Debo retener el 6% del IVA por dichos 
servicios?
Respuesta: No, no se deberá realizar la retención puesto que las funciones realizadas por el personal puesto a disposición 
del contratante no son aprovechadas directamente por éste sino por el contratista que las requiere para la elaboración de 
los documentos entregables al contratante.

Servicios de un contador o un abogado
5.- Si soy una persona moral que, con motivo de mis actividades, requiero los servicios de un contador o un 
abogado y para ello celebro un contrato de servicios con dicha persona física. ¿Debo retener el 6% del IVA por 
dichos servicios?
Respuesta: No, no se deberá realizar la retención puesto que en este caso no se pone personal a disposición del contratante. 
Por otra parte, si el contratante es persona moral que reciba servicios personales independientes como es el caso, se 
deben retener dos terceras partes del IVA que le traslade el abogado o contador. Esto conforme a lo dispuesto en el artículo 
1-A, fracción II, inciso a, de la Ley del IVA, en relación con el artículo 3, fracción I, inciso a, del Reglamento de la Ley del IVA.

En los casos inicialmente manifestados tendríamos las siguientes respuestas:
Caso 1  No hay retención
Caso 2  Si hay retención
Caso 3  No hay retención
Caso 4  Si hay retención
Caso 5  Si hay retención
Caso 6  Si hay retención
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CONCLUSIONES.
Para la Organización Internacional del Trabajo (OIT) el concepto de subcontratación contiene elementos suficientes para 
considerarse una forma legítima de relación laboral ya que por una parte, el asalariado es “dependiente” puesto que vende 
su fuerza de trabajo colocándola a disposición del empleador, a diferencia de un trabajador “independiente”, que no 
vende su fuerza de trabajo sino el resultado del mismo asignándole un precio al producto o servicio realizado. 

1.	 Todo tipo de servicios de personal deberá de constar por escrito debiendo describir con toda claridad que servicios se 
contratan y su alcance.

2.	 Cuidar darle fecha cierta al contrato, certificando como mínimo una copia del contrato que firmen ante un notario 
público o corredor público. 

3.	 Se deberá analizar en todo momento que tipo de servicios ofrece un contratista, principalmente quien es el beneficiario 
inmediato de los trabajos realizado por lo empleados, para identificar qué tipo de obligaciones laborales, legales y 
fiscales le aplican.

4.	 Evitar en todo momento realizar operaciones que tienda a simulaciones alterando las prestaciones de los empleados
5.	 Cumplir en tiempo sus obligaciones laborales y fiscales, 
6.	 Esperar las reformas específicas en materia de subcontratación por la iniciativa propuesta por el senador Napoleón 

Gómez Urrutia, misma que se debatirá en foro abierto el día 12 de febrero del presente.



Las 13 verdades sobre la 
sucesión de la empresa 

familiar

Autor:
CPC Mario Rizo Rivas

Artículo Especial

Existen muchos mitos en torno a los negocios familiares, y la cuestión es que 
hasta que no se vive o no se conoce más de cerca es difícil saber qué es 

realidad y qué no con relación al interés y la participación de los hijos en un 
proceso de sucesión.
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Muchas empresas familiares 
albergan una enorme variedad 
de temores y malentendidos 
acerca de su propiedad, gobierno 
corporativo, gestión y sucesión.

Hoy en día resulta bastante 
común en los empresarios de 
México tener ciertos prejuicios 
respecto al proceso de sucesión 
en las empresas familiares. Sin 
embargo, es importante recordar 
que nadie aprende en cabeza 
ajena y que para poder trascender a través del tiempo es necesario dejar de lado ciertas ideas preconcebidas de la cultura 
mexicana. “A veces no es cuestión de tener nuevas ideas, sino de dejar de tener ideas de las antiguas” – Edwin Land de 
Polaroid.

Por ello, a continuación expongo algunas de ésas ideas erróneas que se encuentran arraigadas en los fundadores de 
empresas familiares, a pesar de los múltiples problemas que traen consigo ésas ideas 

MITO 1: La institucionalización generará costos y gastos excesivos que terminarán con   el cierre definitivo 
de la empresa familiar. Las empresas familiares no tienden a institucionalizarse ni hacen nada más que 
su trabajo. Muchas personas piensan que por ser familiares no hacen ni una planeación estratégica 
de empresa, ni distinguen su misión, visión y valores, ni piensan en objetivos ni se forman ni buscan 
asesores externos, pero lo cierto es que muchas familias sí se preocupan de todos los aspectos para su 
negocio, e incluso lo hacen mucho más que otras empresas no familiares.
VERDAD: Contrario a las creencias, el proceso de institucionalización realizará procesos más eficientes 
dentro de la empresa y consecuentemente eso no provocará el cierre definitivo. Tomemos de ejemplo 
empresas reconocidas y exitosas como Bimbo, Farmacias Guadalajara, Televisa, Tequila Cuervo y 
muchas más que han permanecido de generación en generación, siendo capaces de adaptarse a los 
cambios y obstáculos que se le presentaron, todo gracias a su institucionalización. 

MITO 2: La sucesión llegará de todas maneras, ¡Para qué planearla!
VERDAD: Evidentemente la sucesión llegará en algún punto de la vida del fundador, sin embargo ¿Por 
qué no ser dueños también de éste proceso? Planificar la sucesión con tiempo traerá consigo ventajas 
a largo y mediano plazo tanto como para el empresario como para su familia, evitando así que este 
proceso sea causa de estrés y desunión familiar.

MITO 3: La sucesión es la fuente de las soluciones a todos los problemas de la empresa.
VERDAD: Si esta fuera la solución, las empresas familiares se la pasarían haciendo procesos sucesorios 
al menos cada 3 años para contrarrestar presiones de la competencia por el mercado a nivel mundial, 
fluctuación cambiaria, aumentos en los precios de las materias primas, servicios, impuestos y hasta 
problemas laborales. Las empresas por definición deben estar constituidas y administradas   a prueba 
de relevos en sus accionistas, consejo de administración  y dirección. 

MITO 4: El sucesor obligadamente debe ser mi hijo mayor.
VERDAD: Por razones que van desde algunos preceptos contenidos en la Biblia hasta los códigos de las 
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mafias italianas, los hijos mayores siempre se han considerado como el relevo natural, sin reflexionar si 
éste no tiene inclinación para ello y sólo desea seguir el mismo camino de su padre. 
Sin embargo, es importante recordar que en pleno siglo XXI las personas y las organizaciones son 
distintas y responsabilidad de cada uno de los fundadores de moldear el entorno convenientemente, y 
analizar con toda honestidad y objetividad si el hijo mayor es el mejor candidato para dirigir la empresa y 
no conformarse con el clásico ardid de que “Echando a perder se enseña”. Tal vez un análisis concienzudo 
de la empresa familiar demostrará que no hay tiempo de aprender, si no de actuar.

MITO 5: El sucesor en la dirección de la empresa forzosamente tiene que ser de la familia.
VERDAD: Las empresas más sólidas no se fundamentan en las decisiones en base de personas cuya 
única validez objetiva sea su sangre. Las empresas en la actualidad para poder trascender deben basar 
su sobrevivencia en una planeación estrategia que incluya principalmente en sus objetivos uno global 
de competitividad que considere a la calidad como uno de los caminos más eficientes y efectivos para 
lograr la rentabilidad. 

MITO 6: El sucesor en la dirección tiene que haber trabajo previamente en la empresa.
VERDAD: La experiencia mencionada no es indispensable, aunque se recomienda que  antes de asumir 
la dirección general se le capacite en un proceso previo. El factor común  en los muy buenos directores 
radica principalmente en una sólida formación académica y una amplia experiencia en otras empresas 
que no tenían mucho que ver con el giro de las organizaciones para las que actualmente trabajan. 

MITO 7: El Sucesor tiene que trabajar previamente en un lugar distinto.
VERDAD: En ocasiones resulta mucho más fructífero que el sucesor aprenda al 100% el giro del negocio 
y su manera de operar. Han existido casos en que se les envía a trabajar a corporaciones distintas 
y cuando regresan, se tomen las ideas de esa compañía y consecuentemente le cueste más trabajo 
adaptarse a las ideas y cultura de la empresa familiar. 

MITO 8: El sucesor  tiene que ser hombre.
VERDAD: En la realidad, en las empresas no ocurre el fenómeno de que todas las mujeres son 
incompetentes y todos los hombres son genios; por el contrario, hay innumerables casos de mujeres con 
un enorme grado de competitividad. 

MITO 9: Mis hijos no están listos para la sucesión, son muy jóvenes.
VERDAD: Esta frase contiene una fuerte carga de relativismo. Se parte de la base de que los hijos son 
muy jóvenes tengan 30 o 50 años de edad, dependiendo del concepto que se posea de juventud. La 
sucesión debe hacerse con base en una cuidadosa preparación y visión a largo plazo.
La experiencia indica que una persona de 30 años o menos puede tener el vigor y la madurez necesarias 
para dirigir apropiadamente una empresa, en tanto que una  de 50 o más tal vez no tenga la capacidad 
para hacerlo; por tanto, debe analizarse cada caso y a cada hijo sin pasiones, con objetividad y honestidad.

MITO 10: El sucesor debe ser preparado y anunciado hasta que yo me muera.
VERDAD: Seguir con esta tendencia puede resultar suicida para los procesos de desarrollo y expansión 
de la empresa. La experiencia histórica en esta clase de circunstancias conlleva injustas y dolorosas 
lecciones que recibirán los que se quedan, no tanto los que se van.
Por lo general, la vida de la empresa se trastorna intensamente al tenor de un dirección que se convulsiona 
por no tener un líder que sostenga el rumbo, un equipo gerencial atrapado en la duda, un grupo de 
personal, administrativo y  operativo sin directrices y posiblemente un mercado de clientes que, atónitos 
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ante este escenario, deciden satisfacer sus necesidades con otros proveedores más institucionales que 
le representen un menor riesgo.

MITO 11: La influencia de la esposa del fundador “Si tú te sales, la empresa se viene abajo, aguántate 
tantito más.”
VERDAD: Esta frase se repite con frecuencia en las casas de los empresarios. Muchas mujeres 
literalmente presionan a sus maridos buscando una permanente satisfacción de bienes materiales, 
creyendo firmemente que cuando el director-esposo se retire de las riendas del negocio, su prosperidad 
caerá con estrépito. Otras no repiten la frase citada por objetivos de la negrura mencionada, aunque sí 
lo hacen por confiar demasiado en la fuerza corporal del atribulado marido.
Por otra parte, si en verdad la empresa familiar se derrumba en cuanto se retire el fundador, quedan 
muchas dudas con respecto a la eficiente labor que éste desarrolló a lo largo de los años como timón 
máximo de una sociedad endeble y sostenida con alfileres. Por otra parte, esta encrucijada se resuelve 
por sí misma; al salir o morir el fundador se muere la empresa, haciendo innecesaria la sucesión.

MITO 12: “Si abandonas el trabajo te mueres; no sabes hacer nada más y te va a invadir el aburrimiento 
en la casa; por cierto, ¿qué voy a hacer contigo todo el día viéndote ahí?”
VERDAD: Prácticamente todos los médicos especializados en el campo de la geriatría y la psicología 
de la llamada tercera edad, están de acuerdo en que un hombre, particularmente un hombre mayor, 
sin actividad alguna llega a aburrirse tanto que es capaz de reducir su capacidad defensiva ante las 
enfermedades, inventarse toda clase de padecimientos y hasta autofijarse un creativo inventario de 
accidentes tanto en casa como en la calle.

MITO 13: Las empresas familiares duran poco. 
VERDAD: Esto puede ser cierto si se compara con la construcción de un país o con una era histórica, 
pero no necesariamente si se compara con el común de las empresas de cualquier tipo.
Ocurre, que es cierto que muchas empresas familiares duran tres generaciones, pero eso significa más 
de 60 años o incluso cerca de los cien. Es decir, que la expectativa de vida de una empresa familiar es 
tanta (o tan poca, según se mire) como una empresa no familiar. 
¿Por qué mueren? Por razones de competitividad, de modelo de negocio o de otro tipo, siempre similares 
a la generalidad de los negocios. Más bien los elementos que suelen prologar la vida de una empresa 
son precisamente los elementos que más se asocian al promedio de empresas familiares, como la 
sensibilidad al entorno, la cohesión y la tolerancia al cambio. Incluso poseen un factor especial: el interés 
por dejar un legado a generaciones posteriores. Nadie lo negaría.

MITO 14. Dejar la empresa a los hijos y un sucesor es el mejor regalo que se le puede hacer. 
VERDAD: Muchos hijos están deseando poder heredar y gestionar la empresa de la familia, pero para 
otros supone una obligación porque tienen otras aspiraciones o sueños en la vida. Antes que pensar 
en retirarse para ofrecer la empresa a los hijos hay que pensar si realmente la quieren, y si no es así 
con mucha pena hay que pensar en darle otra salida a la empresa, por ejemplo, la venta. Puede doler 
mucho en casos como empresas que llevan siendo gestionadas por varias generaciones, pero a veces 
renunciar es el mejor regalo para algunos hijos (que no para todos).

MITO 15. No es necesario dejar nada por escrito para al sucesor.
Ya que hay confianza, y además si se me pides todo por escrito es porque “no me quieres” o “no confías” 
en mí. En los negocios, haya confianza o no, hay que dejarlo todo por escrito. Es lo más seguro e idóneo, 
y con ello se puede demostrar todo. No dejar por escrito no sólo es un gran error, sino que además puede 
llevar a varios conflictos entre hermanos y en la empresa, especialmente cuando uno piensa que se ha 
dicho una cosa y otro afirma que es lo contrario.
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Aunado a los puntos anteriores, es posible arrojar algunas sugerencias para vencer el “aburrimiento”, sin embargo, si 
el problema radica en retirarse de la dirección general de la empresa y al mismo tiempo no someterse a un lavado de 
cerebro viendo televisión diez horas al día ni volverse loco con los gritos al principio maravillosos, ahora espantosos de los 
nietos, existe un sinnúmero de actividades que se pueden practicar como alternativa. Por ello, para y casi para finalizar les 
comparto algunas sugerencias clave: 

Partimos de la base de que el director general saliente se retira de su cargo precisamente porque no quiere adelantar sus 
hechos biológico terminales, por lo que sí es prioritario, y humano, ayudarle a salir con el mayor ánimo y el menor riesgo 
posible.
Por norma general, el propio director entrante es el primero que agradece que su antecesor lo asista con alguna periodicidad 
en calidad de asesor, ayudándolo a entender, mejorar y hasta reafirmar algunos procedimientos o sistemas que éste 
generó en su momento. El cargo de mentor, consejero o asesor implica algunas visitas cortas (digamos una al mes) que 
requieren de preparación previa para ser productivas.

De ninguna manera sería recomendable dar al ejecutivo saliente un cargo operativo menos completo en apariencia, ya que 
sería el detonador de nuevos procesos de estrés y ansiedad que demeritarían su capacidad física y mental, regresando 
al círculo vicioso anterior. Además, la gente a su alrededor seguiría identificando a dos líderes generando confusión y en 
ocasiones duplicidad de actividades. 

Otras alternativas son abandonar por completo la empresa y dedicarse a actividades diversas, entre ellas ser parte de 
organismos de beneficencia privada y ayuda mutua;  o bien, estudiar algo que no se había podido concluir; viajar con 
la esposa lo que nunca se viajó; reiniciar ese pasatiempo que se abandonó por falta de tiempo. En fin, existen tantas 
posibilidades como ganas se tenga de encontrarlas y ocuparse en ellas.

Finalmente es importante tener presente que el 75% de los problemas empresariales se generan por no tener bien definido 
una planeación estratégica paralela entre empresa y familia que incluya un plan de sucesión y que este sea comunicado 
formalmente a todos los familiares y ejecutivos de la empresa.

A manera de reflexión quiero compartir que: No es que las empresas familiares sean superiores o peores. Etas se enfrentan 
a similares oportunidades y amenazas que el resto y en muchas ocasiones también saben lidiar con la definición de roles, 
con las resistencias a una cultura de empresa o a la diversidad de intereses de sus propietarios.




